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			INTRODUCCIÓN

			Pocas cosas nuevas pueden decirse en esta edición de estos Conceptos de Derecho Procesal Civil salvo que suponen el comienzo de un cambio que culminará con la modificación de los Planes de Estudio que se va a llevar a cabo en la Facultad de Derecho de Málaga. La estructura, temario y contenido, guardando el sistema tradicional, se van a ir modificando hasta ajustarlos al nuevo plan en el que contaremos con más troncalidad frente a la optatividad y con un reparto de contenidos más coherente o por lo menos más sistematizado. El cambio o la modificación es necesaria dada la experiencia que hemos obtenido en estos años de rodaje del Grado, el ajuste que hemos tenido que hacer para implantar el Grado frente a la Licenciatura ha puesto de manifiesto la endeblez de la estructura del sistema y los fallos de la programación así como los cambios que tienen que producirse para valorar con más precisión los conocimientos del alumno intentando evitar que el alumno se examine de profesores. Esta edición tiende a presentar un programa de mínimos, unitario para todos los cursos y grupos para facilitar la homogeneidad que, en definitiva, produce seguridad en el estudiante.

			Pretendemos que el alumno tenga un «cuerpo cierto» sobre el que trabajar con seguridad y, a su vez, pretendemos que el profesor se atenga a esos contenidos que han sido pactados en el seno de la Cátedra y, por supuesto, dejamos la transmisión de los conocimientos obtenidos de la investigación para su desarrollo en materias optativas. Con esto creemos que aunamos la misión docente e investigadora que confluyen en el trabajo del profesor universitario y pensamos que aunamos ambas funciones con orden y rigor.

			La incorporación de nuevos profesores a las labores docentes y el cambio programado del Plan de Estudios nos obliga a constantes reuniones en busca de una coordinación rápida y eficaz por lo que, para facilitar esta, se ha optado por los profesores «de la casa» lo que nos obliga a agradecer el trabajo y dedicación de los doctores Amalia Montes Reyes, Patricia Benavides Velasco y José Luis González-Montes Sánchez. A todos ellos, gracias y gracias por el trabajo desarrollado para llevar a buen puerto la primera época de este Manual. Para los que se incorporan, les deseo que el trabajo complementario que van a realizar les sea placentero y beneficioso.

			Doy las gracias a todo el personal de la Cátedra por el trabajo desarrollado para que este Manual vea la luz  porque ello no es mas que el resultado de muchas horas de trabajo que se ven recompensadas.

			Deseo que esta obra satisfaga a los estudiantes, facilite las convalidaciones con otras Universidades y cubra las expectativas que nos reclaman, el cambio que se inicia con el Programa Bolonia. Si lo conseguimos, todos saldremos ganando y si no es así… lo seguiremos intentando.

			Málaga, marzo de 2017 

			JUAN ANTONIO ROBLES GARZÓN

			Catedrático

		

	
		
			TEMA 1

			EL DERECHO PROCESAL Y LA PAZ SOCIAL1


			SUMARIO: 1. AUTOTUTELA Y AUTOCOMPOSICIÓN.—2. LA HETEROCOMPOSICIÓN: ÁRBITROS Y JUECES.— A) El arbitraje.—B) El proceso.—3. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO PROCESAL.—A) Práctica forense.—B) Procedimentalismo.—C) Procesalismo.—D) Derecho jurisdiccional.

			La convivencia en sociedad trae consigo la necesidad de crear normas que reglamenten las relaciones sociales, jurídicas y de convivencia. No obstante, aun existiendo dichas normas, esto no impide que los miembros de la comunidad puedan transgredirlas, ocasionando con ello un litigio, entendido como conflicto intersubjetivo de intereses en tanto que la existencia de la pretensión de uno de los interesados se va a encontrar con la resistencia de otro. Este litigio o conflicto provoca el quebranto de la paz social, por lo que se hace necesario buscar mecanismos o sistemas que sirvan para devolver dicha paz a la comunidad.

			A lo largo de la historia, el hombre ha utilizado diversos mecanismos para zanjar sus diferencias y superar los conflictos en los que se veía inmerso. Dichos mecanismos han sido tres: la autotutela, la autocomposición y la heterocomposición.

			1. AUTOTUTELA Y AUTOCOMPOSICIÓN

			Es evidente que la existencia del proceso surge como consecuencia de la asunción por el Estado de la función jurisdiccional, pero hasta llegar a este momento hubo que pasar por distintas etapas o sistemas dirigidos a restaurar la paz social. En efecto, en las asociaciones primitivas no había un superior jerárquico que pudiese resolver los litigios que se planteasen entre los miembros de las mismas. Para solucionar dichos conflictos sólo cabían dos mecanismos: o bien los sujetos se ponían de acuerdo, o bien se producía un choque violento entre los dos interesados.

			La autodefensa, en palabras de ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, supone que una de las partes en conflicto o las dos resuelven o intentan resolver el conflicto pendiente con el otro, mediante el ejercicio de la acción directa. La autodefensa se caracteriza por que la decisión del conflicto —parcial y egoísta— es impuesta por una parte a la otra.

			Por tanto, lo que distingue a la autodefensa de otros sistemas de resolución de conflictos no es ni la preexistencia de un ataque ni la inexistencia de un procedimiento, sino la concurrencia de dos notas:

			—que la decisión no es adoptada por una persona imparcial ajena al conflicto, sino por las propias partes, y,

			—consecuencia de lo anterior, que una parte impone la decisión a la otra.

			No obstante, a pesar de las ventajas que tiene este sistema —sobre todo la rapidez y la economía—, tiene un grave inconveniente: quebrantada la tranquilidad social: ésta no queda restaurada por el hecho de haber alcanzado una solución. En efecto, esta solución no es la más justa, si no la que resulta de la imposición del más fuerte sobre el más débil.

			Ahora bien, dentro de la propia autodefensa podemos observar una evolución tendente a una mayor humanización. Así, de un primer momento en el que nos encontramos con una autotutela desenfrenada, donde cada cual se toma la justicia por su mano, sin que rija ninguna regla o limitación, se pasa a una autotutela refrenada, donde comienza a exigirse la proporcionalidad en la reacción. Sin embargo, esto no va a ser suficiente para garantizar la paz social. Es por ello por lo que desde que surge la idea de Estado, incluso en su forma más primigenia, éste ha luchado por erradicar la autodefensa. En efecto, la primera prohibición de la autodefensa la podemos encontrar en el Derecho Romano, aunque posteriormente desaparece en la Edad Media y en la Edad Moderna, reapareciendo en el Derecho contemporáneo como consecuencia de la influencia del Derecho Canónico.

			En nuestro ordenamiento, la interdicción de la autodefensa se encuentra materializada en el Código Penal, en cuyo artículo 455 se tipifica la realización arbitraria del propio derecho como un delito contra la Administración de Justicia. No obstante, a pesar de esta prohibición, siguen existiendo en nuestro ordenamiento jurídico preceptos que legitiman, en supuestos muy determinados, el ejercicio extraprocesal de derechos aun en contra de la voluntad de la contraparte. Nos referimos a los artículos 612 y 592 CC. El primero de ellos habilita al propietario de un enjambre de abejas a perseguirlo a través de un fundo ajeno. El segundo permite que el propietario de un fundo pueda cortar las raíces de un árbol ajeno, en tanto se extiendan por el suyo, sin el consentimiento del propietario. Por otro lado, consideramos que, en el ámbito penal, también se recoge una excepción a esta prohibición absoluta de autodefensa, al regularse la legítima defensa como una causa de exención de la responsabilidad criminal. En efecto, el artículo 20.4 CP considera exento de esta responsabilidad a quien obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que la agresión sea ilegítima, que el medio utilizado para repelerla fuese racional y que no haya existido provocación previa por parte del que ejercita la legítima defensa.

			La autocomposición supone la resolución de conflictos a través del acuerdo de las partes, bien porque llegan a un mutuo acuerdo o bien porque una se sacrifica a favor de la otra. Supone una fórmula de resolución de conflictos más civilizada que la autodefensa, aunque sigue presentando un grave inconveniente: si bien se abandona la fuerza física, en este momento quien se impone es la parte que económica o temperamentalmente es más fuerte.

			Por tanto, las notas que caracterizan la autocomposición son dos:

			—son los propios interesados los que solucionan el conflicto, aunque eventualmente puede participar una tercera persona, que actuará inter partes, y

			—la decisión no se impone de forma coactiva.

			Los sistemas autocompositivos pueden clasificarse en unilaterales y bilaterales. En los unilaterales, la solución se alcanza por la concesión de alguna de las partes. Son manifestaciones de ésta la renuncia o el allanamiento. Serán bilaterales aquellas que llevan a la solución por el acuerdo de ambas partes, entre otras la transacción, el desistimiento, la conciliación y la mediación. De entre estas últimas, tanto la conciliación como la mediación suponen la participación de un tercero, que actuará inter partes, sin capacidad resolutoria alguna. La diferencia entre una y otra figura es que, mientras el conciliador sólo acerca a las partes, el mediador podrá realizar propuestas de soluciones concretas.

			2. LA HETEROCOMPOSICIÓN: ÁRBITROS Y JUECES

			La heterocomposición supone el último escalón en la evolución de los sistemas de resolución de conflictos. En éstos se admite la intervención de un tercero imparcial que, actuando supra partes, les impone su decisión. Tradicionalmente, se han reconocido dos sistemas heterocompositivos: el arbitraje y el proceso. En el primero, de carácter privado, la solución del conflicto se deja en manos de una o varias personas, mientras que el segundo supone la asunción por parte del Estado de la función de decidir lo que es justo en cada caso concreto.

			A) EL ARBITRAJE


			El arbitraje supone la solución privada del conflicto por una persona investida de auctoritas —entendida ésta como verdad socialmente reconocida— en virtud de un previo convenio suscrito por los interesados en el que acuerdan someterse en caso de conflicto a dicho sujeto o sujetos.

			Si bien el arbitraje tiene la misma naturaleza que la jurisdicción, es un mecanismo más antiguo, puesto que, para que la jurisdicción se desarrolle, es necesario que el Estado sea lo suficientemente fuerte para poder imponer su voluntad a los ciudadanos. Por tanto, en Roma, donde se partía de que el Derecho era la solución que se daba a los problemas y no el mandato emitido por el Estado, se imponía a los particulares que, surgido un conflicto, recurriesen al arbitraje. En este sentido, el magistrado, aun teniendo jurisdicción en materia civil, no entraba a conocer del asunto, sino que se limitaba, simplemente, a controlar que la controversia sobre la que se iba a pronunciar el árbitro estaba correctamente planteada y que las partes, efectivamente, se sometían a él.

			El siguiente paso lógico era que el Estado, en lugar de imponer a los contendientes la obligación de acudir a los árbitros privados, asumiese directamente la función plena de garantizar el Derecho. Con esta asunción, la jurisdicción, como función del Estado, nace.

			Sin embargo, los dos sistemas subsisten en la actualidad como mecanismos de solución de conflictos. Es más, en los últimos años se está promoviendo, desde el propio Estado, la utilización del arbitraje en distintas materias —piénsese en el arbitraje de consumo, por ejemplo—. Sin embargo, una de las cuestiones que más problemas ha planteado ha sido la relativa a la naturaleza jurídica de la institución. Sobre esta cuestión se han formulado tres teorías distintas:

			a) Teoría contractualista o privatista, que parte de considerar que el arbitraje es una institución de Derecho privado, inserta en el Derecho Civil, en concreto, en el ámbito del Derecho de la contratación.

			El argumento que justifica esta teoría es la consideración de que el arbitraje gira en torno a la previa existencia de un convenio arbitral definido como un contrato de tracto sucesivo por el que las partes acuerdan someterse, en caso de controversia, a la decisión vinculante de un tercero.

			b) Teoría jurisdiccionalista, que considera que el arbitraje tiene naturaleza jurisdiccional con base en que participa de las mismas características que la jurisdicción. En efecto:

			—Tanto los jueces como los árbitros son independientes e imparciales, garantía que se refleja no sólo en la LOPJ sino en el artículo 17.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

			—La función y los efectos del laudo son los mismos que los de la sentencia. En efecto, tanto la sentencia como el laudo gozan del carácter de irrevocabilidad y despliegan el efecto de cosa juzgada.

			—El mecanismo a través del cual se desenvuelven es el mismo. El enjuiciamiento se desarrolla utilizando el instrumento del proceso jurisdiccional, es decir, una serie o sucesión de actos reglados que deben respetar los principios jurídicos naturales: audiencia e igualdad (art. 24.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje).

			c) Teoría ecléctica o intermedia, que entiende que en el arbitraje existen dos fases claramente diferenciadas: la primera estaría constituida por el convenio arbitral, de carácter contractual y, por tanto, de Derecho privado; y el desarrollo del arbitraje, que sería jurisdiccional en cuanto se equipara con el proceso y la jurisdicción.

			Consideramos que, desde el momento en que las notas que caracterizan la función jurisdiccional son aplicables a la propia institución arbitral, la naturaleza jurídica de la institución no puede ser otra que la jurisdiccional.

			B) EL PROCESO


			Si bien hemos dicho que los árbitros tienen auctoritas, podemos afirmar que los jueces, además, tienen la potestas, entendida como la fuerza socialmente reconocida.

			Predicar de los jueces la potestas supone atribuirles una posición de supremacía o superioridad respecto de las personas que con ellos se relacionan, llevando ínsita una fuerza de mando capaz de vincular el comportamiento ajeno incluso mediante la fuerza.

			La garantía que supone tanto el arbitraje como la jurisdicción del Estado sería, no obstante, ilusoria si, paralelamente, no se reconociera, en aras de la efectividad de la misma, la posibilidad (derecho) de acceso a ella y la articulación de las formas externas para administrar justicia, lo que supone la existencia de tres pilares básicos que conforman nuestra disciplina: jurisdicción, acción y proceso.

			3. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO PROCESAL

			Aunque, como ya hemos apuntado, la necesidad de la resolución de los conflictos en la sociedad se remonta a los orígenes mismos de la humanidad, el desarrollo de la Ciencia del Derecho Procesal tiene una existencia mucho más reciente en tanto que, como dice ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, «el proceso como realidad es muy anterior al proceso como literatura».

			En efecto, tradicionalmente, se había venido considerando que el estudio de los distintos procesos —civil, penal, contencioso-administrativo y laboral— constituía simplemente una rama más del Derecho sustantivo correspondiente, aunque, como vamos a ver, la cientificidad de la disciplina está totalmente asentada, nos encontramos ante una disciplina joven que continúa evolucionando. Tanto es así que, en estos momentos, se postula un cambio no sólo en la denominación de la disciplina, sino en la materia que debe constituir su objeto.

			La evolución histórica de nuestra disciplina puede dividirse en cuatro fases —práctica forense, procedimentalismo, procesalismo y Derecho jurisdiccional—, que pasamos a desarrollar a continuación.

			A) PRÁCTICA FORENSE


			Aunque, tradicionalmente, el inicio de la evolución jurídica del Derecho Procesal se sitúa en la Edad Media, es lógico pensar, como señala ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, que con anterioridad —tras el abandono de las formas de autodefensa y de autocomposición como sistemas de solución de conflictos, a favor de fórmulas heterocompositivas y, por tanto, a favor del proceso— se debió estudiar el proceso pero sin que nos haya quedado literatura al respecto.

			Esta primera etapa, que denominamos «práctica forense», se desarrolló durante los siglos XVI al XIX. No obstante, en el mismo pueden distinguirse dos etapas claramente diferenciadas:

			a) Del siglo XVI al XVIII: En este primer período, en las universidades españolas se explicaba el Derecho romano; esto suponía que los juristas adquirían una formación teórica pero que, cuando finalizaban su formación, desconocían el Derecho que se aplicaba realmente en los tribunales. Esto les obligaba a comenzar una formación práctica, que era llevada a cabo, al margen de la universidad, por juristas prácticos: abogados en ejercicio, jueces..., y cuyo objeto estaba básicamente constituido por las enseñanzas del Derecho patrio. De entre estos «prácticos», aquellos que se dedicaban al estudio y enseñanza de los usos forenses, es decir, del modo en que había que comportarse ante los tribunales: formas, trámites, plazos, clases de juicios, etc., se denominaron «prácticos forenses». Esta falta de formación práctica era lo que hacía que a los bachilleres y a los licenciados se les exigiese realizar una pasantía, regulada en la segunda Ley de Toro, y pasar un examen ante las Chancillerías, regulado en las Ordenanzas de Abogados de los Reyes Católicos de 1495 y que se mantuvo hasta 1843.

			Las notas características de la práctica forense en esta época eran las siguientes:

			—La contemplación de la materia procesal más como arte que como ciencia.

			—La mayoría de los autores de los libros eran prácticos, personas con experiencia judicial que transmitían sus conocimientos derivados de su experiencia profesional. De igual modo, dichos libros se dirigían no a los estudiantes, sino a los profesionales que pretendían suplir sus deficiencias en la materia.

			—Utilizaban el estilo de la curia (stylus curiae) y escribían utilizando como lengua el castellano frente al latín, que era la lengua científica de la época utilizada por los autores teóricos.

			—Predominaba la opinión de los prácticos sobre los propios preceptos legales, deformados e incluso anulados por los mismos.

			—Si bien los teóricos se movían en un ambiente cultural común a toda Europa, los prácticos quedaban reducidos a un ámbito geográfico determinado.

			b) Primera mitad del siglo XIX: El germen del actual Derecho Procesal como disciplina universitaria se produce, en las universidades españolas, en 1807 con la aprobación por el Ministro de Gracia y Justicia —MARQUÉS DE CABALLERO— de un nuevo plan de estudios en el que se contempla una asignatura que se denomina «Práctica», que tenía como finalidad sustituir tanto los dos años de pasantía como el examen ante las Chancillerías que se habían impuesto en el período anterior para suplir la carencia de conocimientos del Derecho patrio entre los bachilleres y licenciados. A partir de este momento comenzaron a escribirse obras de práctica forense dirigidas también a los estudiantes. No obstante, estos primigenios manuales no tenían un contenido científico, sino que se limitaban a transmitir experiencias y, por eso mismo, no eran escritos por profesores universitarios en tanto que no tenían esa experiencia práctica.

			Quizás, lo más novedoso de esta segunda etapa es que, doctrinalmente, se asiste a un auge del valor de la ley como consecuencia de la ideología liberal y, legislativamente, se tiende a la codificación; de ahí que los prácticos empiecen a centrar su atención en la ley y, por tanto, se pase a una segunda etapa: el procedimentalismo.

			B) PROCEDIMENTALISMO


			Como consecuencia de la codificación napoleónica y de la Revolución francesa, se abre una segunda etapa en la evolución del Derecho Procesal, consistente en el estudio de las formas del procedimiento. En efecto, la Revolución francesa trajo consigo la instauración de la supremacía de la ley, que se constituye en la única fuente del Derecho. En este sentido, los jueces pasan a convertirse en meros aplicadores de la norma, desconociéndose la práctica de los tribunales y la jurisprudencia.

			En esta época, el objeto de estudio de la disciplina —procédure— se centra en el conjunto de formas que cualquier ciudadano debe cumplir para obtener una tutela; formas que también deben ser observadas por los tribunales. Como consecuencia de esta obligada aplicación sistemática de la ley, se produce la unificación de la actividad entre los distintos tribunales de un país, dejándose de aplicar los usos forenses propios de cada órgano jurisdiccional, que quedan prohibidos en cuanto contradicen a la norma legal.

			El procedimentalismo se instala en España con los Planes de Estudios de Moyano de 1857, en cuyo artículo 43 se establece como disciplina obligatoria «la teoría y práctica de los procedimientos judiciales y la oratoria forense». El método utilizado para abordar el estudio de estas cuestiones era la exégesis.

			Ahora bien, si hay algo que caracteriza a este período es que se procede a grandes codificaciones, de las que fueron producto la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855, posteriormente sustituida por la, hasta hace poco vigente, Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, o la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882. Dichos textos legales generaron una gran cantidad de literatura que no se centraba sólo en los comentarios a las leyes, sino que se extendía también a cuestiones relativas a la organización judicial, competencia y procedimiento, existiendo un predominio absoluto de la forma.

			C) PROCESALISMO


			Esta tercera etapa se inicia en Alemania en la segunda mitad del siglo XIX. En efecto, si bien en toda Europa se había iniciado una corriente codificadora como consecuencia del procedimentalismo instaurado con la Revolución francesa, esto no se trasladó a Alemania, donde los influjos de la mencionada Revolución nunca llegaron. Como consecuencia de esto, los autores germánicos no pudieron centrarse en el comentario de sus códigos —que no habían sido creados— y, por tanto, dedicaron todos sus esfuerzos a plantearse los problemas de fondo —sin quedarse en lo meramente procedimental—, generando así las bases científicas para crear su propio código.

			En este sentido, serán dos los elementos determinantes del nacimiento de la Ciencia del Derecho Procesal, que girará en torno al concepto de proceso. En primer lugar, la obra de Oscar VON BÜLOW, quien en 1868 publica su libro La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales. En esta obra se puso de manifiesto que, junto a la relación jurídica sustantiva que se discute en el proceso, existe otra relación jurídica de Derecho público, con sujetos, presupuestos y contenidos distintos y que se van desarrollando a lo largo del tiempo entre el tribunal y las partes, generándose nuevos derechos y obligaciones. Esta segunda relación jurídica no es otra que el propio proceso. De la doctrina de VON BÜLOW se extraen dos grandes conclusiones que constituyen hitos en la evolución histórica de nuestra disciplina:

			1) consigue explicar la naturaleza pública del proceso, lo que supuso el abandono de las teorías privatistas que habían imperado hasta ese momento, y

			2) provoca el nacimiento de un verdadero movimiento científico que parte de cuestiones fundamentales tales como:

			—la autonomía del Derecho Procesal frente al Derecho material,

			—el análisis de las cuestiones esenciales de nuestra disciplina (jurisdicción, acción y proceso) conforme a criterios rigurosos,

			—la superación de la exégesis a favor del sistema, y

			—la creación de una teoría del Derecho Procesal.

			En segundo lugar, la polémica entre WINDSCHEID y MÜTHER (1857-1858), de la que resultó la autonomía del derecho de acción frente al derecho subjetivo, siendo configurado como un derecho de naturaleza pública que se dirige frente al Estado, para obtener una tutela jurídica cuando se ha violado un derecho subjetivo.

			A partir de los dos momentos reseñados, comenzó a considerarse el proceso como una relación jurídica (KOHLER) en la que el Estado es uno de los sujetos, y que es lo que constituye el objeto de estudio del Derecho Procesal. En esta etapa destacan grandes autores de la talla de WACH, KOHLER, STEIN, HELWIG o GOLDSCHMIDT.

			Rápidamente, estas nuevas teorías se trasladan a Italia, donde su máximo defensor va a ser CHIOVENDA, quien pronto se dio cuenta de que el procedimentalismo no podía dar más de sí. En 1903 concluye que, si el contenido que se englobaba bajo el estudio de «Teoría y práctica de los procedimientos judiciales» tenía como centro y eje de estudio el proceso, era conveniente llamar a esta disciplina «Derecho Procesal». Para él, el proceso es el medio con el cual, aplicando la ley, se acuerda la tutela jurídica de una de las dos partes. CALAMANDREI, REDENTI y CARNELUTTI configuran, en palabras de ALCALÁ-ZAMORA, el triunvirato de los máximos procesalistas italianos de esta época.

			En España, el primer procesalista científico será Francisco BECEÑA, quien parte de la consideración del proceso como realidad social, determinante de la materia prima del Derecho Procesal en cuanto su regulación da lugar a esta rama del Derecho, que se define como conjunto de normas reguladoras de los supuestos o condiciones, contenido, forma y efectos de la tutela jurídica procesal. Después de BECEÑA, la renovación vendrá de la mano de PRIETO-CASTRO, con su Derecho Procesal civil (1941), y GUASP, con sus Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (1943). Consolidan esta nueva tendencia GÓMEZ ORBANEJA y FAIRÉN GUILLÉN.

			Las notas que han caracterizado esta etapa son:

			—Se adopta el sistema —que sustituye a la exégesis— como modo de abordar el estudio del Derecho Procesal. En efecto, los procedimentalistas estudiaban, con exclusividad, la ley y las formas del procedimiento, mientras que los procesalistas van a crear una auténtica teoría del proceso acomodando la ley dentro del sistema.

			—El concepto sobre el que va a gravitar la ciencia procesal es el proceso, estudiándose sus sujetos, actos, principios, fases y efectos. Todos los demás conceptos —jurisdicción y acción— son subsidarios de éste, y se estudian en la medida en que constituyen un presupuesto de aquél.

			—Se consigue afirmar la autonomía de la ciencia procesal frente a las otras ramas reguladoras del derecho sustantivo.

			—Desde el punto de vista del contenido no existen tantas diferencias con la etapa anterior —la procedimentalista—. El objeto de estudio seguirá siendo el mismo, pero en esta etapa dichas materias son abordadas con mayor profundidad. En cualquier caso, sorprende el hecho de que se abandonasen de forma sistemática el estudio de todo lo relativo a la jurisdicción, en concreto de la parte destinada a la organización jurisdiccional y a las personas al servicio de la misma.

			D) DERECHO JURISDICCIONAL


			Hasta el momento, producto de la evolución histórica que ha experimentado nuestra disciplina, hemos podido observar cómo las distintas etapas producen un cambio en la denominación de la disciplina que no responde a un mero capricho de los estudiosos, sino que se funda en la existencia de cambios sustanciales en lo que va a constituir el objeto de su estudio.

			En efecto, habíamos terminado el parágrafo anterior concluyendo que el objeto del Derecho Procesal está constituido por el proceso. No obstante, en pleno auge del Derecho Procesal así entendido, algunos autores comenzaron a considerar que nuestra disciplina debía seguir evolucionando y que su objeto de estudio debía ampliarse. Son muchos los autores que postulaban o insinuaban este cambio; así, CALAMANDREI analizaba en los primeros temas de su manual los conceptos de jurisdicción, acción y proceso, abordando dichos temas desde el punto de vista del Estado que administra justicia. ALLORIO directamente nos señala que el porvenir de la ciencia procesal está en el concepto de jurisdicción. Entre nosotros, FENECH, aunque postula que el eje de la ciencia procesal tiene que estar constituida por el concepto de jurisdicción, posteriormente se centra no en el estudio de la jurisdicción sino de la actividad jurisdiccional. Esto le conduce a considerar que lo que le interesa al Derecho Procesal es sólo dicha actividad y que corresponderá al Derecho Constitucional, la jurisdicción en cuanto potestad del Estado y atributo de soberanía; y al Derecho Administrativo, el régimen jurídico de las personas que ejercen la función jurisdiccional.

			Sin embargo, MONTERO AROCA se muestra en desacuerdo con el planteamiento del profesor FENECH, al considerar, partiendo de unas palabras del insigne profesor, que nuestra disciplina había evolucionado de forma centrípeta, «de la periferia al centro; de la apariencia a la esencia», pero que lo esencial no era el proceso sino la jurisdicción y que el anterior no era más que un concepto subordinado a éste. Esta necesidad de abordar el análisis de la jurisdicción —no ya de la mera actividad jurisdiccional que estaría constituida por el propio proceso, sino de la jurisdicción como manifestación del Poder Judicial— nos conduce a una nueva etapa que conocemos como jurisdiccionalismo o Derecho jurisdiccional.

			Ahora bien, ¿qué debemos entender incluido dentro del Derecho jurisdiccional? A esto responde MONTERO AROCA cuando, al establecer que «el Derecho jurisdiccional es el Derecho del poder jurisdiccional del Estado, incluyendo naturalmente su actividad», concluye que el objeto de nuestra disciplina debe estar integrado por:

			—los principios constitucionales del Poder Judicial y de la jurisdicción —perspectiva constitucional de la jurisdicción—;

			—el estatuto jurídico del juez en cuanto funcionario —perspectiva administrativista de la jurisdicción—, y

			—la actividad jurisdiccional en cuanto instrumento a través del cual el Poder Judicial cumple las funciones que tiene atribuidas constitucionalmente —perspectiva procesal de la jurisdicción—.

			No obstante, a pesar de existir una cierta unanimidad en la doctrina en torno a que éste debe ser el contenido de nuestra disciplina, no se ha aceptado de forma unánime el cambio de denominación postulado por MONTERO AROCA. Esto se debe a razones históricas y a que los planes de estudios vigentes en nuestras universidades siguen denominándola como Derecho Procesal.

			
				
					1 Tema redactado por el Dr. JUAN ANTONIO ROBLES GARZÓN, Catedrático de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.

				

			

		

	
		
			TEMA 2

			ACEPCIONES Y PERSPECTIVAS DE LA JURISDICCIÓN1


			SUMARIO: 1. DIVERSAS ACEPCIONES DE LA JURISDICCIÓN.—2. PERSPECTIVAS DE LA JURISDICCIÓN.— A) Perspectiva constitucional.—B) Perspectiva administrativa: el gobierno del Poder Judicial.—C) Perspectiva procesal: la función jurisdiccional.

			1. DIVERSAS ACEPCIONES DE LA JURISDICCIÓN

			La última etapa de la evolución de nuestra disciplina la sitúa en el jurisdiccionalismo, donde el estudio de la misma va a girar en torno a los tres conceptos básicos que ya hemos mencionado, la jurisdicción, la acción y el proceso.

			Si hay un tema que en el Derecho en general —no sólo en el ámbito procesal— ha generado literatura: es, junto a la acción, la jurisdicción. Y esto se debe a que, aunque, en palabras de ALCALÁ-ZAMORA, «sabemos lo que es pero no donde está (si en el Derecho Procesal o en el Constitucional)», dudamos mucho de que, todavía hoy, sepamos, incluso, lo que es. En efecto, uno de los problemas más importantes que se le plantea al estudioso cuando aborda el análisis de la jurisdicción es la multiplicidad de conceptos que hay sobre la misma. Con este término hacemos referencia a cuestiones tan diversas como el conjunto de atribuciones que se le otorgan a determinados sujetos para que ejerzan uno de los poderes del Estado, al territorio en el que dichos funcionarios ejercen sus funciones, o a la competencia de los órganos jurisdiccionales, entendida como la porción jurisdiccional de la que dispone un determinado juzgador.

			Es evidente que esta situación ha generado la necesidad en el estudioso del Derecho Procesal de depurar dicho concepto máxime cuando estamos ante uno de los pilares básicos.

			La jurisdicción surge con el nacimiento del Estado y la prohibición de la autotutela. Desde el momento en el que los particulares no pueden resolver sus controversias directamente conforme a las normas creadas por el Estado, deben recurrir a la Administración de Justicia puesto que el Estado ha asumido la misión de impartirla mediante un tercero imparcial. Esto nos lleva a la conclusión de que el concepto que formulemos de jurisdicción va a estar en íntima conexión con el tipo de Estado ante el que nos encontremos. No es lo mismo la jurisdicción en un Estado totalitario que en uno democrático. A esta relatividad se refería CALAMANDREI cuando establecía que «del concepto de jurisdicción no se puede dar una definición absoluta, válida para todos los tiempos y para todos los pueblos. No sólo las formas externas a través de las cuales se desarrolla la Administración de Justicia, sino también los métodos lógicos del juzgar, tienen un valor contingente, que no pueden ser determinados sino en relación con un cierto momento histórico».

			Este carácter relativo fue suscrito por FENECH, para quien, al pertenecer a un Derecho público, su noción debe estar en función del concepto de Estado.

			No obstante, SERRA considera que la relatividad no afecta tanto al concepto de jurisdicción como al de su función. Partiendo de esta distinción, establece que el concepto de jurisdicción es único puesto que la misma existe al margen del Estado, siendo sólo circunstancias históricas las que han hecho que éste recabe para sí el monopolio de la jurisdicción. Por tanto, cabe la posibilidad de dar un concepto de jurisdicción que prescinda de la persona que lo detenta.

			No estamos de acuerdo con este autor porque, si bien es cierto que el ius dicere, como manifestación de la jurisdicción, ha permanecido inmutable desde la época romana, consideramos que la jurisdicción no puede ser definida acudiendo sólo a un criterio objetivo o funcional sino teniendo en cuenta las características que tienen que ser reunidas por aquellos que la ejercen. Y es obvio que estas características, principios y garantías que van a concurrir en los jueces y magistrados son distintos en función del tipo de Estado con el que nos encontremos. No obstante, no se nos escapa que en un Estado moderno, que no puede ser más que un Estado de Derecho, cualquier definición que adoptemos tendrá que contener unas constantes que harán que el término sea menos relativo, pero no por ello se convertirá en absoluto.

			Por tanto, consideramos que cualquier definición que adoptemos tendrá que partir de dos puntos de vista diferentes: la jurisdicción como función asumida por el Estado —junto a la función legislativa y a la ejecutiva— y la jurisdicción como conjunto de órganos, lo que nos obliga a abordar su estudio desde diversas perspectivas.

			2. PERSPECTIVAS DE LA JURISDICCIÓN

			En efecto, si la teoría general del Derecho nos explica que la jurisdicción es, junto con la legislación y la administración, una de las tres potestades esenciales de la soberanía nacional, es natural que la jurisdicción, en sus líneas fundamentales, sea estudiada desde una perspectiva constitucional, pero no es ésta la única perspectiva de la jurisdicción, porque esta potestad del Estado está ejercida por órganos determinados y éstos, a su vez, están integrados por personas; el conjunto de tales órganos, así como el reclutamiento de las personas que lo componen, su jerarquía, su retribución, sus honores, sus prerrogativas, etc., es decir, el régimen jurídico de las personas que ejercen la función jurisdiccional será objeto de estudio de la jurisdicción desde una perspectiva administrativa. Además, como la potestad que ha de ser desarrollada por esos órganos o personas desemboca en la actividad jurisdiccional, la jurisdicción también ha de contemplarse desde una perspectiva procesal.

			A) PERSPECTIVA CONSTITUCIONAL


			Nuestra Constitución dedica su Título VI al Poder Judicial. Esta regulación, junto con la dicción del artículo 1.º2, supone reconocer que la jurisdicción constituye uno de los tres poderes del Estado emanados de la soberanía nacional que reside en el pueblo español, distinto e independiente del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo.

			Esta configuración de la jurisdicción como poder ha generado una discusión sobre a quién debe corresponder su estudio, si al Derecho Constitucional o al Derecho Procesal. Pero, dejando al margen estas polémicas que en nada nos ayudan en nuestra tarea de dar un concepto de jurisdicción, consideramos que cualquier determinación de lo que es la jurisdicción debe abordarse desde esta perspectiva, no circunscribiéndose sólo a los aspectos jurídicos, sino también a los políticos.

			No obstante, el artículo 117, en su apartado 3, introduce un concepto nuevo al predicar la potestad jurisdiccional de los jueces y magistrados que la ejercitan juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Nos encontramos ante un binomio de términos —poder/potestad— que no son sinónimos. Sin entrar en mayores disquisiciones, podríamos decir que la potestad constituye la forma de ejercer y manifestar la soberanía del Estado en el ámbito judicial, es decir, la potestad es la forma de ejercer el poder judicial. Concretamente, ésta se traduce en un estado general de sujeción para con todos los justiciables que se resume en la necesidad de obedecer y prestar su auxilio por parte de los mismos (art. 118 CE).

			Ahora bien, a diferencia de lo que ocurre con el arbitraje, junto a la potestad debe concurrir en la jurisdicción la auctoritas, entendida como saber o verdad socialmente reconocida, como superioridad moral, prestigio o dignidad social de la Magistratura. Esto ayudará a que las decisiones de los jueces se impongan no tanto por la existencia de un procedimiento de ejecución como por el prestigio del sujeto del que emanan.

			Esta potestad se desarrolla bajo unas notas o principios jurídicos políticos que son:

			—independencia,

			—unidad jurisdiccional (arts. 117.5 CE y 31 LOPJ),

			—exclusividad jurisdiccional (arts. 117.3 CE y 2.º1 LOPJ),

			—principio/derecho al juez ordinario predeterminado por la ley (arts. 24 y 117.6 CE).

			a) La independencia


			La configuración de la jurisdicción como poder o potestad nos lleva a predicar de la misma, como rasgo o principio político, la independencia. Ahora bien, esta independencia del Poder Judicial no se encuentra reconocida expresamente en la Constitución puesto que la referencia contenida en el artículo 117.1 sólo es predicable de los jueces y magistrados en cuanto integrantes del Poder Judicial por la función que desempeñan. Podemos hablar, por tanto, de dos tipos de independencia: la independencia interna, que sería la regulada por el precepto constitucional, frente a la independencia externa, entendida como la independencia del Poder Judicial frente a otros poderes del Estado.

			La base fundamental de la tripartición del Estado en tres poderes —ejecutivo, legislativo y judicial— estriba en la independencia de cada uno de ellos. La división de poderes, por tanto, describe y sintetiza en una sola frase la necesidad de esa independencia. No obstante, algunos autores prefieren referirse a este aspecto utilizando el término autonomía y así manifiestan la necesidad de la misma para garantizar mejor la no superioridad de un poder sobre otro dentro del marco de actuación que a cada uno señala la Constitución.

			Precisamente la existencia del Consejo General del Poder Judicial (art. 122.2 CE) como órgano encargado del autogobierno de la magistratura es la muestra más palpable de la necesaria independencia del Poder Judicial, restando de esta manera al Poder Ejecutivo, a través de su control administrativo, posibilidades de interferir en el funcionamiento de los juzgados y tribunales.

			Ahora bien, esta independencia externa en ningún caso viene a sustituir a la independencia interna, puesto que, si sólo admitiésemos la primera, terminaría convirtiéndose en una declaración meramente programática.

			b) Unidad jurisdiccional


			El artículo 117.5 CE establece que:

			El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y del funcionamiento de los tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

			Este precepto deja claro que son dos los aspectos sobre los que se tiene que proyectar el principio de unidad: la organización y el funcionamiento de los tribunales.

			1) Organización de tribunales. Tal y como estableció PRIETO-CASTRO, «la jurisdicción es una como concepto, como potestad o poder y como función y tan sólo sucede que, con el fin de dividir el trabajo y contar con órganos especializados, en la medida de lo necesario y conveniente, por razón de los objetos, las distintas materias de que conoce se atribuyen a una pluralidad de órganos jurisdiccionales».

			Esto no supone que la jurisdicción se divida entre todos los órganos jurisdiccionales, sino que éstos la poseen en bloque. En este sentido, no se tiene parte de la jurisdicción; se tiene potestad o no se tiene. Por tanto, la distribución de las materias entre distintos órdenes jurisdiccionales no quebranta el principio de unidad, sino que responde a necesidades de trabajo, dada la complejidad de las relaciones jurídicas.

			En efecto, el principio de unidad jurisdiccional no impide que se puedan establecer tribunales especiales, entendiendo por tales aquellos cuyo ámbito de competencias va a estar circunscrito a determinas materias o personas y que no se encuentran regulados en la LOPJ —texto normativo que regula la estructura, composición y funcionamiento de los órganos judiciales ordinarios— pero que sí están reconocidos de alguna manera por la Constitución. Son tribunales especiales reconocidos por la Constitución los siguientes:

			—El Tribunal Constitucional. Con base en el sistema de jurisdicción concentrada, al Tribunal Constitucional se le encomienda la función de controlar la constitucionalidad de las leyes y la tutela de los derechos fundamentales, además de otras funciones (arts. 159 a 165 CE). En materia de garantías constitucionales, el Tribunal Constitucional se erige como órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes (arts. 53.2 y 123 CE).

			—Los tribunales militares. Son considerados como tales en tanto que no están integrados por jueces y magistrados de la carrera judicial ordinaria, porque el estatuto de sus miembros es diferente al de estos últimos y no están gestionados por el órgano de autocontrol de la magistratura. Del tenor del artículo 117.5 CE se deriva que el ámbito de competencia de estos tribunales debe limitarse al estrictamente castrense y a los supuestos de estado de sitio.

			—El Tribunal del Jurado. Han sido muchos los que han cuestionado la naturaleza de este órgano; es decir, si era un tribunal especial u ordinario. Este órgano será competente en determinadas materias penales y está incardinado en la organización judicial ordinaria, pero el estatuto del juez profesional y del lego que lo integra presenta muchas diferencias.

			—Los tribunales supranacionales.

			—Los tribunales consuetudinarios, admitidos constitucionalmente por el artículo 125 CE. Aunque la propia Constitución no especifica cuáles son tales tribunales consuetudinarios, la LOPJ, en su artículo 19.3 y 4, reconoce como únicos tribunales de tal naturaleza el Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia y el Consejo de Hombres Buenos de Murcia (reconocido como tal por la LO 13/1999, de 14 de mayo).

			—El Tribunal de Cuentas, que está reconocido en el artículo 136 CE. Este tribunal tiene una doble función. Por un lado, es un órgano técnico de control de las cuentas y de la gestión económica del Estado y del sector público. En esta faceta son órganos auxiliares y dependientes de las Cortes Generales. Por otro lado, ejerce potestad jurisdiccional limitada al ámbito que se denomina de enjuiciamiento contable. Sin embargo, sus miembros no están regidos por el estatuto contenido en la LO y no se encuentra sometido al CGPJ.

			La unidad de la jurisdicción puede verse afectada por la distribución territorial del Estado. No obstante, el hecho de que el Estado se divida en Comunidades Autónomas no impide la existencia de la unidad jurisdiccional pues la jurisdicción seguirá siendo única para todo el Estado ya que deriva de su soberanía, que es única. En efecto, el reconocimiento de las autonomías, de sus propios órganos legislativos y ejecutivos no conlleva el traspaso de competencias jurisdiccionales a las mismas, al encontrarnos ante una de las competencias exclusivas regulada en el artículo 149.1.5.ª CE. No obstante, el Tribunal Constitucional pronto empezó a manifestarse a favor de una interpretación tendente a reconocerles competencias a las Comunidades Autónomas. Para poder hacer esto, recurrió a la fórmula de distinguir entre Administración de Justicia y administración de la Administración de Justicia. Sobre esta base, se consideran materias exclusivas del Estado: la función jurisdiccional estrictamente considerada y la organización de los elementos intrínsecamente unidos a la determinación de la independencia con que debe desarrollarse; mientras que lo referente a los elementos que le sirven de soporte personal y material, pero que no son esenciales en la función jurisdiccional, la llamada «administración de la Administración de Justicia», sí pueden ser competencia de las Comunidades Autónomas.

			Por otro lado, la existencia de los Tribunales Superiores de Justicia como órganos que culminan la organización judicial en el ámbito territorial de aquélla no supone atribución alguna a dichos entes territoriales, sino una adscripción territorial concreta a dichos órganos, como puede ser la atribuida a las Audiencias Provinciales.

			2) Funcionamiento de los tribunales. Es la segunda realidad jurídica sobre la que se proyecta el principio de unidad jurisdiccional, comportando una doble exigencia de carácter legal y funcional: legal, en cuanto el legislador, a la hora de regular los distintos procesos, habrá de respetar las garantías esenciales contenidas en la Constitución; funcional, por cuanto los jueces y magistrados tendrán que aplicar dichas garantías en cada concreto proceso jurisdiccional.

			c) Exclusividad jurisdiccional


			En íntima conexión con el principio de unidad jurisdiccional nos encontramos con el principio de exclusividad, que se encuentra reconocido en el artículo 117.3 CE al establecer que «el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de proceso, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado corresponde exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por las leyes, según las normas de procedimiento que las mismas establezcan», previsión que se reitera posteriormente en el artículo 2.1 LOPJ.

			Con base en este precepto, es unánime la doctrina al señalar que el ejercicio de la función jurisdiccional es monopolio del Poder Judicial o, mejor dicho, de los jueces y tribunales integrados en el mismo. A esta manifestación de la exclusividad se le ha denominado exclusividad en sentido positivo para distinguirlo de la previsión contenida en el artículo 117.4 CE, en la que se establece que «los juzgados y tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente le sean atribuidas por la ley en garantía de cualquier derecho», implicando que los juzgados y tribunales no pueden ejercer más función que la jurisdiccional.

			Así pues, cuando hablamos de exclusividad de la jurisdicción estamos diciendo que es imposible atribuir la potestad jurisdiccional a otros poderes del Estado, y que, además, los jueces y tribunales no pueden realizar más funciones que las propiamente jurisdiccionales. Con ello se está intentando salvaguardar una invasión del Poder Judicial en las competencias de otros poderes del Estado, además de protegerse la independencia y buen funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, que podrían verse comprometidos si se les pudiera atribuir funciones no jurisdiccionales.

			No obstante, el artículo 117.4 CE matiza aquella afirmación, en cuanto reconoce que los juzgados y tribunales podrán ejercer las funciones que les sean atribuidas por las leyes en garantía de cualquier derecho. Con base en esta excepción, no es contraria al principio de exclusividad la atribución a los jueces del control de las actuaciones administrativas que afecten a los derechos fundamentales, ni encargarles el conocimiento de los actos de jurisdicción voluntaria, ni del Registro Civil, tal y como dispone el artículo 2.2 LOPJ.

			No obstante, la LO 8/2011, de 21 de julio, complementaria de la Ley del Registro Civil, por la que se modifica la LOPJ procede a modificar este artículo 2.2 LOPJ y a derogar el artículo 86 LOPJ, reguladores ambos de la atribución del Registro Civil a los jueces otorgando dicha función al Ministerio de Justicia.

			d) Juez ordinario predeterminado por la ley


			El principio del juez legal se encuentra reconocido en el artículo 24 CE, donde se establece «que todos tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley». Este derecho está en íntima conexión con el artículo 117.3 CE, en cuanto reconoce la exclusividad de los jueces y magistrados para el ejercicio de la función jurisdiccional, y con el artículo 117.6 CE, que prohíbe los tribunales de excepción.

			De la conjunción de ambos preceptos se concluye que dicho principio se proyecta en dos planos. Por un lado, va a incidir en la organización que de los tribunales haga el legislador y, por otro, conduce al reconocimiento de un derecho fundamental de toda persona, que le asegura que sus asuntos van a ser conocidos por un juez determinado —de antemano— por unas normas de organización y competencia ajustadas a los postulados constitucionales. Por ello, podemos afirmar que nos encontramos tanto ante un principio que es garantía de la jurisdicción como ante un derecho fundamental que proviene de la constitucionalización de la mencionada garantía.

			Por consiguiente, para la efectividad de este principio se requiere el cumplimiento de una serie de requisitos:

			—Predeterminación legal del órgano jurisdiccional. Este requisito supone que tanto la creación como la constitución de los tribunales sólo pueden realizarse a través de una ley que, además, tiene que tener el carácter de orgánica (art. 122.1 CE). Esto nos conduce a reforzar la previsión contenida en el artículo 117.3 CE en cuanto prohíbe los tribunales de excepción, entendiendo por tales aquellos que son creados infringiendo la reglas legales de asignación de atribuciones y competencias, con el fin de que conozcan de casos concretos —ad hoc o ad personam— y con posterioridad al acaecimiento de los hechos que originan el litigio.

			—Predeterminación legal de la competencia. En este sentido es doctrina del Tribunal Constitucional la exigencia de que exista una atribución legal de competencia con carácter previo al hecho que motiva la actuación o proceso judicial. Esto significa que las normas atributivas de la competencia a los órganos jurisdiccionales han de ser generales y abstractas, lo que supone que dichas normas deben ser aplicables a una multiplicidad de casos en los que deben concurrir unos caracteres fijados por la ley no dejándose en manos de valoraciones discrecionales.

			Esta primera formulación de la necesidad de la predeterminación legal de la competencia ha sido matizada por el propio Tribunal Constitucional al establecer que no vulnera el principio que comentamos el hecho de que se establezcan reglas especiales de competencia entre los distintos órganos jurisdiccionales siempre que tal atribución tenga un carácter abstracto respecto del grupo de casos objeto del conocimiento. Dicha matización surge como consecuencia de justificar que el derecho al juez legal predeterminado por la ley no se corresponde con el juez natural —entendiendo por éste a aquel que presenta más puntos de conexión con el objeto del asunto y que resulta más accesible para la parte—; cuestión que cobra especial relevancia en el ámbito penal, cuando se trata de justificar la legitimidad constitucional de la Audiencia Nacional para conocer de los delitos de terrorismo infringiendo la regla de que el órgano competente es el del forum delicti comissi. En este sentido, considera el Tribunal Constitucional que hay supuestos que, por su naturaleza, por la materia sobre la que versan y por su trascendencia para el conjunto de la sociedad, conducen a que el legislador establezca que la instrucción y enjuiciamiento corresponde a un órgano judicial centralizado.

			—Predeterminación del juez-persona que debe conocer del asunto. En este aspecto, el Tribunal Constitucional, aun no exigiendo el mismo grado de concreción que en los supuestos anteriores, sí considera que la fijación de la persona —juez o magistrado— que debe conocer de un asunto forma parte del principio/derecho al juez legal predeterminado por la ley. Ahora bien, las normas de reparto, aunque no necesitan ser aprobadas por ley formal, sí deben ser objetivas y estar prefijadas.

			Esta exigencia es cumplida por las normas que rigen la composición de las secciones (art. 198 LOPJ), el régimen de magistrados suplentes (arts. 197 ss. LOPJ), el sistemas de sustitución (arts. 207 ss. LOPJ) y las normas de asignación de ponencias a magistrados (arts. 203 ss. LOPJ). Sin embargo, no respetan esta exigencia los llamados jueces en provisión temporal en algunos supuestos (arts. 216 bis ss. LOPJ), la designación de jueces instructores especiales, a tenor del artículo 304 LECrim, y la composición de las denominadas Salas de Conflicto, cuyos integrantes son designados anualmente por órganos administrativos.

			B) PERSPECTIVA ADMINISTRATIVA: EL GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL


			La jurisdicción es desempeñada por personas que se integran en órganos públicos del Estado y que están sujetas a un régimen jurídico determinado. Ésta constituye la segunda faceta desde la que se puede abordar el estudio de la jurisdicción y que, tradicionalmente, ha dado lugar a la polémica de si su estudio correspondía al Derecho Procesal o, por el contrario, constituía una materia propia del Derecho Administrativo. En este sentido han sido insignes procesalistas los que han considerado que el estudio de la esfera funcionarial del juez debía quedar fuera de la ciencia procesal. En este sentido, FENECH se mostró claro al considerar que dicho estudio correspondía al administrativista, siendo suficiente para el procesalista tener un somero conocimiento de dichas cuestiones.

			Sin embargo, no estamos de acuerdo con esta afirmación ya que existen facetas o aspectos de la condición de «funcionario» de los jueces y magistrados que, por la función que éstos están llamados a ejercer, deben interesar (y mucho) al estudioso del Derecho Procesal. Y en este esfuerzo por distinguir qué es lo que nos interesa y qué es lo que tenemos que dejar al Derecho Administrativo ha surgido la distinción entre «Administración de Justicia» y «Administración judicial». Con la expresión «Administración de Justicia» hacemos referencia a los distintos órganos jurisdiccionales y a su actividad; mientras que con el término «Administración judicial» nos centramos en el conjunto de medios personales y materiales que, aunque puestos al servicio de la función jurisdiccional, no llevan a cabo labor enjuiciadora alguna. No obstante, consideramos que no podemos partir de la anterior clasificación para atribuir al Derecho Administrativo el conocimiento y estudio de la «Administración judicial» porque, dentro del soporte puramente material de la jurisdicción, al procesalista le interesan muchos de sus contenidos. Así, todo lo relativo a la organización de los tribunales, el propio estatuto jurídico tanto del personal juzgador como del que está al servicio de la Administración de Justicia y, en mayor grado, el autogobierno de la magistratura desempeñado por el Consejo General del Poder Judicial.

			El tema de la organización de los tribunales ya ha sido objeto de estudio al tratar la unidad de la jurisdicción y el estatuto jurídico de jueces y magistrados —inamovilidad, independencia y responsabilidad— está tan íntimamente ligado a la función jurisdiccional que será objeto de estudio en próximos temas. Por lo que sólo nos resta abordar el análisis del Consejo General del Poder Judicial.

			El Consejo General del Poder Judicial, introducido por primera vez en nuestro ordenamiento jurídico por la Constitución de 1978 (art. 122.2), es el órgano encargado de velar por la independencia judicial para evitar las injerencias y abusos que el Poder Ejecutivo podría ejercer, además, de ser el responsable ante la sociedad de la calidad de la justicia. Este órgano está constituido por el presidente del Tribunal Supremo y por veinte miembros, doce de los cuales se eligen entre jueces y magistrados de todas las categorías judiciales, cuatro a propuesta del Congreso y cuatro a propuesta del Senado (art. 122.3 CE).

			Inicialmente, el legislador interpretó el artículo 122.3 CE entendiendo que lo más ajustado a la previsión constitucional era establecer un sistema en que los doce miembros fueran elegidos entre jueces y magistrados de todas las categorías judiciales: tres magistrados del Tribunal Supremo, seis magistrados y tres jueces, por todos los jueces y magistrados que se encontraren en servicio activo. Esta elección se llevaba a cabo mediante voto personal, igual, directo y secreto.

			Sin embargo, en 1985, con la aprobación de la LOPJ, se modifica el sistema de elección de los doce vocales del Consejo General del Poder Judicial, atribuyendo su elección a las Cortes. El motivo que se arguyó para justificar este cambio fue que, si el Consejo General era el órgano de gobierno del Poder Judicial y todos los poderes del Estado tienen un origen democrático, lo lógico era que la elección de los miembros que lo integran correspondiese al Parlamento, que es quien representa la voluntad del pueblo español. No obstante, este sistema ha sido muy criticado en la medida en que introducía un alto grado de politización en el órgano de gobierno del Poder Judicial, lo que suponía una quiebra de la independencia que debe regir su actuación. Estas críticas han conducido a que se haya modificado en varias ocasiones el sistema de elección de los vocales del Consejo General del Poder Judicial; primero, a través de la Ley Orgánica 2/2001, de 28 de junio, sobre composición del CGPJ, que finalmente ha sido derogada por la Ley Orgánica 4/2013, de 28 de junio, por la se modifica la LO 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, pasando ahora a realizarse una regulación integral de todo lo relativo al Consejo General del Poder Judicial en los artículos 558 ss. LOPJ. La nueva dicción de los artículos 566 ss. establece que los veinte vocales del Consejo General serán elegidos por las Cortes Generales. Cada una de las Cámaras elegirá a diez vocales, por mayoría de tres quintos. De estos diez miembros, cuatro serán elegidos entre juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio en su profesión, y los otros seis serán elegidos entre los jueces y magistrados que presenten su candidatura. Para presentar su candidatura, los jueces y magistrados deberán estar en activo y no ocupar un puesto con el que su pertenencia al CGPJ resulte incompatible y, además, tendrán que aportar el aval de veinticinco miembros de la carrera judicial en servicio activo o el aval de una Asociación judicial legalmente constituida. No obstante, el aval que pueden otorgar tanto los jueces y magistrados como las Asociaciones no es ilimitado, cada uno de ellos sólo podrá avalar como máximo a doce candidatos. Para completar el sistema el artículo 567.4 LOPJ establece que las Cámaras también deberán designar a tres suplentes por cada uno de los turnos por los que se puede acceder a la designación como vocal, fijando, en todo caso, el orden por el que debe procederse en caso de sustitución.

			Las funciones a través de las cuales el Consejo ejerce dicho gobierno de los tribunales están enumeradas en el artículo 560 LOPJ: propuesta del nombramiento del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial y de los jueces y magistrados del Tribunal Supremo, propuesta del nombramiento de dos miembros del Tribunal Constitucional; inspección de los tribunales; selección, formación y perfeccionamiento; provisión de destinos; ascensos, situaciones administrativas y régimen disciplinario de jueces y magistrados; ser oído por el Gobierno antes del nombramiento del Fiscal General del Estado; impartir instrucciones a los órganos de gobierno de Juzgados y Tribunales en materias de competencias de éstos ejercer la potestad reglamentaria —en los términos del artículo 560.16.ª LOPJ—; publicación oficial de la colección de jurisprudencia del Tribunal Supremo, entre otras.

			C) PERSPECTIVA PROCESAL: LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL


			La tercera faceta desde la que podemos abordar el estudio de la jurisdicción es desde un punto de vista procesal, entendiendo por esta perspectiva el análisis de la jurisdicción desde una actitud dinámica; esto va a suponer que la perspectiva procesal de la jurisdicción sólo puede ser desarrollada a partir de la conceptualización de la actividad que desarrolla, es decir, de la función jurisdiccional. Y el análisis de la función jurisdiccional constituye el objeto del siguiente Tema.

			
				
					1 Tema redactado por el Dr. JUAN ANTONIO ROBLES GARZÓN, Catedrático de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.

				

			

		

	
		
			TEMA 3

			LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL1


			SUMARIO: 1. TEORÍAS Y NOTAS CARACTERÍSTICAS DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL.—A) Independencia.—B) Responsabilidad.—C) Imparcialidad.—D) Desinterés objetivo.—E) Irrevocabilidad de las resoluciones jurisdiccionales.—2. LA RESOLUCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE «JURISDICCIÓN» ENTRE LA JURISDICCIÓN Y LA ADMINISTRACIÓN.

			1. TEORÍAS Y NOTAS CARACTERÍSTICAS DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL

			Como indicábamos al final del Tema anterior, la tercera faceta desde la que podemos abordar el estudio de la jurisdicción es desde un punto de vista procesal.

			No obstante, si al principio de estas páginas incidíamos en las dificultades que tradicionalmente ha planteado la adopción de un concepto de jurisdicción, dicha problemática se traslada a la definición de lo que debemos entender por función jurisdiccional. De hecho, podemos afirmar que existen tantas definiciones de función jurisdiccional como estudiosos han tratado el tema. Ahora bien, de todas las teorías que se han formulado para explicarla, las más significativas han sido dos:

			—Teorías sociológicas. La jurisdicción tiene como finalidad la resolución coactiva del conflicto social. Sin embargo, estas teorías se centran más en el elemento sociológico que en la faceta jurídica, lo que ha hecho que estén totalmente superadas en la medida en que no siempre la función jurisdiccional se dedica a la resolución de conflictos. En esta situación nos encontramos cuando la pretensión articulada en el proceso es una tutela meramente declarativa o estamos ante una tutela constitutiva, o aquellos supuestos en los que se llega a la solución del conflicto por vías no jurisdiccionales, como las soluciones autocompositivas que perviven en nuestro Derecho Procesal.

			—Teorías jurídicas. Las teorías jurídicas sobre la función jurisdiccional pueden agruparse en dos subcategorías: teorías jurídico-objetivas y teorías jurídico-subjetivas, aunque ambos tipos ponen el acento en que la actividad jurisdiccional se define en torno a la tutela del derecho.

			En este sentido, las concepciones jurídico-subjetivas entienden la función jurisdiccional como la actividad del Estado con la que se provee la tutela del derecho subjetivo amenazado o violado.

			Sin embargo, estas teorías han tenido que ser abandonadas en tanto que la función jurisdiccional no sólo actúa en aquellos supuestos en los que existe una violación o una trasgresión de un derecho subjetivo, sino que la misma puede desarrollarse incluso en ausencia de tales quebrantamientos: en este sentido nos encontramos con las sentencias constitutivas o, incluso, con las meramente declarativas donde la idea de conflictos entre derechos subjetivos no está presente. En efecto, en estos casos sólo existe incertidumbre sobre el derecho subjetivo. De igual modo, esta concepción de la función jurisdiccional no resultaría aplicable en el proceso penal, en donde no existen derechos subjetivos particulares que tutelar.

			Para las teorías jurídico-objetivas, la función jurisdiccional se desvincula de la idea de conflicto, y se define sobre la base de la tutela y actuación del derecho objetivo. Con esta formulación se superan las críticas que se habían formulado tanto a las teorías sociológicas como a las jurídico-subjetivas, en la medida en que la aplicación del derecho objetivo no necesita la previa violación de un derecho subjetivo. Por tanto, estas teorías resultan aplicables a todas las formas de tutela que se pueden pretender en el proceso civil y al resto de órdenes jurisdiccionales.

			Sin embargo, esta teoría no ha quedado huérfana de críticas, siendo objeto de dos observaciones que consideramos importantes: la primera, que si circunscribimos la función jurisdiccional a la tutela y actuación del derecho objetivo se estarán dejando fuera otras funciones que, encomendadas a los jueces y magistrados, forman parte de la misma; la segunda, que esta forma de definir la función jurisdiccional es insuficiente para distinguir la función jurisdiccional de la función administrativa, por cuanto ésta también aplica el derecho objetivo.

			La primera objeción se basa en que el fundamento de la función jurisdiccional no puede ser, sólo y exclusivamente, la aplicación de la ley sin más, sino, además, la consecución de la paz y de la justicia; lo contrario supondría convertir al juez, como decía MONTESQUIEU, en «la boca que pronuncia las palabras de la ley». En este sentido, nos estamos refiriendo a la labor creadora del Derecho que corresponde a los jueces y magistrados a través de la jurisprudencia. Si bien el artículo 1.º CC no reconoce como fuente del Derecho a la jurisprudencia, sí indica que complementará al ordenamiento, y el artículo 3.º CC consagra la posibilidad de que el juez, al aplicar las normas, pueda tener en cuenta la realidad social del momento en que han de ser aplicadas. Por tanto, entendemos que junto a la labor de tutela y aplicación del derecho objetivo al caso concreto, con la que hemos definido inicialmente la función jurisdiccional, hay que sumarle la integración del derecho objetivo.

			Todas estas subfunciones o concreciones de la función jurisdiccional darían sentido a la actividad genérica del juzgar y hacer ejecutar lo juzgado proclamada en el artículo 117.3 CE. Ahora bien, para que la tutela, aplicación e integración del derecho objetivo (en que consiste la función jurisdiccional) sea eficaz, es necesario un juicio jurisdiccional, definido como el método adecuado para que los jueces puedan transformar el hecho en derecho —el proceso de declaración— y para que, una vez declarado el derecho, si fuese necesario, puedan modificar el derecho en hecho —el proceso de ejecución—.

			La tutela declarativa se manifiesta cuando el órgano jurisdiccional concreta el contenido del derecho objetivo al supuesto de hecho a través de una declaración de voluntad que se manifiesta en una resolución fundada. Es en la tutela declarativa cuando el órgano jurisdiccional, además de tutelar el derecho objetivo, lo integra.

			La tutela ejecutiva se caracteriza por operar una transformación de la realidad exterior mediante los actos que sean necesarios para conseguir un resultado perfecto o imperfectamente equivalente al que se obtendría, si el ejecutado —responsable— obrara voluntariamente en cumplimiento del imperativo a él dirigido, o para restablecer el desequilibrio patrimonial alterado. Si la tutela declarativa se manifiesta a través de una declaración de voluntad, la tutela ejecutiva se traduce en una manifestación de voluntad.

			Ahora bien, no siempre el proceso declarativo tiene que ir precedido del proceso de ejecución ni, a la inversa, antes de un proceso de ejecución no siempre tiene que tramitarse un proceso declarativo. Esta afirmación se confirma ante la existencia de determinados tipos de tutelas declarativas que no necesitan de una ejecución forzosa para su efectividad, bien sea porque nos encontramos ante tutelas meramente declarativas o constitutivas —las cuales sólo son susceptibles de lo que se ha venido denominando ejecución impropia, en la medida en que su efectividad se agota con la mera declaración o con la realización de algún trámite como el acceso a registros públicos (art. 521.1 LEC)—, o bien porque el condenado cumple voluntariamente. Por otro lado, no todo lo ejecutado ha sido previamente juzgado, como, por ejemplo, los procesos de ejecución incoados en virtud de un título ejecutivo extrajudicial.

			Junto con la tutela declarativa y ejecutiva, podría incluirse una tutela cautelar, manifestada a través de las medidas cautelares o de aseguramiento del proceso de ejecución, que no está recogida a nivel constitucional en el artículo 117.3 CE, pero sí se establece, en el artículo 5.º LEC, como una clase de tutela jurisdiccional. Esta inclusión no puede conducir a pensar en un proceso cautelar autónomo en pie de igualdad con los procesos declarativo y ejecutivo, máxime cuando la propia LEC las denomina «medidas cautelares», y hace referencia al «procedimiento para la adopción de medidas cautelares» y no a proceso, y ese procedimiento se inicia por una solicitud y no a través de una demanda. Pero quizá la razón de más peso que abona la negación de un proceso cautelar es la propia instrumentalidad de las medidas cautelares respecto del proceso de declaración y, concretamente, del contenido eventual de la sentencia.

			Por tanto, partiendo de lo anterior, podemos concluir que la función jurisdiccional consiste en la tutela e integración del derecho objetivo, individualizando el derecho al caso concreto, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado.

			No obstante, y en esto consiste la segunda crítica que se ha formulado a la teoría jurídico-objetiva, este concepto todavía no es suficiente para distinguir la función jurisdiccional de la función administrativa, por cuanto ésta también aplica el derecho objetivo.

			Por tanto, para poder realizar una correcta configuración de la función jurisdiccional debemos huir de los conceptos que se fundan en un solo elemento y recurrir a definiciones descriptivas, basadas en una serie de notas características de la misma que sí la individualizan frente al resto de funciones del Estado.

			Esta opción nos lleva a dar una definición de lo que entendemos por función jurisdiccional teniendo en cuenta las características que deben concurrir en el sujeto que ejerce dicha función. En este sentido, la función jurisdiccional es aquella que se destina a tutelar e integrar el derecho objetivo, individualizando el derecho en el caso concreto, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, desarrollándose por órganos independientes, responsables, imparciales y objetivamente desinteresados, estando dotadas sus resoluciones de carácter irrevocable.

			A) INDEPENDENCIA


			La independencia de los jueces y magistrados, proclamada en los artículos 117.1 CE y 1.º LOPJ, constituye el principio fundamental que preside la actuación de los órganos jurisdiccionales, como garantía de que sus fallos van a pronunciarse con absoluta libertad sin más sometimiento que a la ley.

			No obstante, la independencia así configurada no supone que los jueces y magistrados puedan actuar con discrecionalidad o con la única sujeción a su conciencia, sino que son independientes para que puedan actuar, precisamente, sometidos únicamente a la ley. Este sometimiento no es ni un límite ni una excepción a la independencia. Ahora bien, la referencia a la ley debe ser entendida en un sentido amplio, supone la sumisión a la ley constitucional y a cualquier norma de rango inferior a la ley —salvo a los reglamentos ilegales—.

			Sin embargo, para que el reconocimiento de la independencia de los órganos jurisdiccionales no se termine convirtiendo en una mera declaración programática, se precisa de la concurrencia de determinadas circunstancias o garantías que aseguren que la actuación de los jueces va a ser realmente independiente. Para ello el legislador ha arbitrado una serie de medidas que tienden a hacerla efectiva. Si bien esas normas están dispersas a lo largo de la LOPJ, en un afán de sistematización, queremos agrupar dichas normas con base en la finalidad que persiguen o, mejor dicho, en función de los sujetos que podrían quebrantar dicha independencia. En este sentido, las normas que regulan dichas garantías pueden quedar agrupadas del siguiente modo: nos encontraríamos, en primer lugar, ante aquellas normas que pretenden proteger al juez o magistrado de las injerencias de otros poderes del Estado, en segundo lugar, frente a los superiores jerárquicos; y, finalmente, aquellas que van dirigidas a proteger dicha independencia frente a la sociedad.

			No obstante, antes de entrar en el análisis de estos grupos de normas, la LOPJ contiene una declaración genérica, contenida en el artículo 13, que obliga a todos a respetar la independencia de los jueces y magistrados. Esta previsión, que podría ser considerada como una mera declaración sin virtualidad práctica, se complementa con el mecanismo previsto en el artículo 14 del mismo texto legal, en el que se habilita a los jueces y magistrados para poner en conocimiento del CGPJ la perturbación de su independencia, así como al Ministerio Fiscal para promover las acciones pertinentes en defensa de la independencia judicial, sin perjuicio de practicar por sí mismos las diligencias estrictamente indispensables para asegurar la acción de la justicia y restaurar el orden jurídico.

			—Garantías frente a otros poderes del Estado.

			La independencia de los jueces y magistrados frente a los demás poderes del Estado se manifiesta en tres tipos de garantías.

			En primer lugar, se intenta evitar que el Poder Ejecutivo pueda manipular tanto la constitución de los tribunales como la distribución de asuntos entre los distintos órganos. Para ello se establece una reserva de ley orgánica (art. 122.1 CE) a favor del Estado, lo que impide, en primer lugar, que las Comunidades Autónomas puedan legislar sobre estas materias y, en segundo lugar, que las Cortes Generales puedan utilizar cualquier otro mecanismo legislativo que no sea la ley orgánica para la creación de los tribunales.

			En segundo lugar, se establece la sujeción de jueces y magistrados al imperio, sólo y exclusivamente, de la ley y, finalmente, la jurisdicción desempeña sus funciones de forma exclusiva, garantía de la que ya hablamos al tratar la perspectiva constitucional de la jurisdicción.

			Estas garantías para evitar la modificación orgánica de los tribunales se complementan con el reconocimiento de la inamovilidad de los jueces y magistrados en particular. La inamovilidad constituye la máxima garantía de la independencia judicial con respecto al Estado y supone la imposibilidad de que éste pueda utilizar la condición funcionarial de los titulares de la potestad jurisdiccional para controlar la función jurisdiccional. La inamovilidad, proclamada en el artículo 117.1 CE, garantiza la permanencia de los jueces en su función evitando que puedan ser separados, suspendidos, trasladados o jubilados arbitrariamente (art. 15 LOPJ) —lo que implica que sólo podrán ser removidos si concurren algunas de las causas previstas en los artículos 378 a 388 LOPJ—.

			—Garantías frente a los superiores jerárquicos.

			En primer término, debemos aclarar que, mientras el funcionario actúa de acuerdo con el principio de jerarquía tal y como se reconoce en el artículo 103 CE, el juez, al decir el Derecho, no tiene superiores. Podemos afirmar que la función jurisdiccional es ajerárquica, lo que lleva a que el artículo 12.1 LOPJ reconozca esta independencia frente a todos los órganos judiciales y que, además, los jueces y magistrados no puedan corregir la aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico hecha por sus inferiores, en el orden jerárquico judicial, salvo por la vía de los recursos (art. 12.2 LOPJ).

			De igual modo, los jueces y magistrados tampoco pueden dictar instrucciones de carácter general o particular indicando a sus inferiores cómo tienen que interpretar el ordenamiento jurídico (art. 12.3 LOPJ).

			—Garantías frente a la sociedad.

			No encontramos en la LOPJ ninguna previsión —salvo la contenida en los artículos 13 y 14, ya mencionados— acerca de los medios que los jueces y magistrados podrían utilizar cuando el intento de injerencia proviene de los grupos de presión o los medios de comunicación social, cuestión que cobra una especial trascendencia si tenemos en cuenta las malas relaciones que existen, en la actualidad, entre los jueces y la prensa. Lo que, como mucho, ha hecho el texto orgánico y que, de alguna manera, podemos considerar como garantías frente a la sociedad es establecer un sistema específico que regula el régimen relativo a la adquisición y pérdida de la condición de juez y magistrado (arts. 301 y 379 ss. LOPJ), las incompatibilidades y las prohibiciones judiciales (arts. 389 ss. LOPJ).

			B) RESPONSABILIDAD


			La otra cara de la moneda de la independencia es la responsabilidad de jueces y magistrados, recogida también en los artículos 117.1 CE y 1.º LOPJ. Independencia y responsabilidad son aspectos complementarios. Los jueces han de ser totalmente independientes, pero como contrapartida a este amplio margen de libertad hay que establecer un sistema eficaz de responsabilidad que impida la arbitrariedad y garantice el sometimiento de los jueces y magistrados al ordenamiento jurídico (art. 9.º1 y 3 CE). Tanto la interdicción de la arbitrariedad como el sometimiento a la ley constituyen garantías consustanciales al Estado de Derecho.

			Los tipos de responsabilidad regulados en la LOPJ se pueden clasificar en dos grupos: la responsabilidad del juez como funcionario y la responsabilidad del juez como órgano investido de la potestad jurisdiccional, lo que nos lleva a la existencia de una responsabilidad disciplinaria gubernativa y a una responsabilidad jurisdiccional. En el seno de esta última nos encontraríamos con la responsabilidad civil, penal y disciplinaria.

			La responsabilidad disciplinaria gubernativa se generará como consecuencia del incumplimiento genérico de los deberes del juez, sin que esté referido a un proceso concreto, mientras que la responsabilidad jurisdiccional disciplinaria se refiere a las faltas cometidas en un proceso concreto y determinado y atiende al incumplimiento de las normas procesales. Ahora bien, ambos tipos de responsabilidad disciplinaria están regulados en los mismos artículos de la LOPJ (arts. 414 a 427).

			Junto a la responsabilidad jurisdiccional disciplinaria, el resto de supuestos incluidos en la responsabilidad jurisdiccional atienden exclusivamente al desempeño de la función jurisdiccional. Éstos se pueden dividir en responsabilidad civil, para el resarcimiento de los daños y perjuicios cuando se incurra en dolo o culpa (arts. 411 a 413 LOPJ, 266.1.º y 269.2 LEC), y responsabilidad penal, por delitos cometidos por el juez o magistrado (arts. 405 a 409 LOPJ y 757 a 778 LECrim).

			C) IMPARCIALIDAD


			Una condición esencial que debe concurrir en el juez-persona es la imparcialidad. Esta característica supone que el juez no puede ser, al mismo tiempo, parte en el conflicto que se le plantea, es decir, que quien juzga no puede ser juez y parte, en consideración no de un concepto técnico jurídico de partes, sino de que el juez sirva a los intereses de alguna de las posiciones procesales. Por tanto, la actuación de jueces y magistrados debe estar regida sólo por el cumplimiento de la función que tienen encomendada, sin que ninguna circunstancia pueda influir en su decisión. Ahora bien, las mismas circunstancias pueden afectar de distinta manera a dos personas diferentes, por lo que, a pesar de que la imparcialidad es una cualidad subjetiva que depende de cada juez-persona —de la capacidad que tenga para no dejarse influenciar y cumplir con su labor—, la ley procede a objetivar determinadas circunstancias presumiendo que su concurrencia podría afectar a cualquiera. En este sentido, MONTERO AROCA señala que la regulación que el legislador hace de la imparcialidad no pretende descubrir el estado de ánimo de cada juzgador, ya que esto resultaría imposible, sino que se conforma con establecer unas situaciones concretas y constatables objetivamente. Por lo que, si un juez se encuentra en esta situación, debe apartarse del conocimiento del pleito. Por tanto, la imparcialidad no es una cualidad absoluta de la jurisdicción, sino que debe predicarse de cada proceso concreto con el que se enfrenta el órgano juzgador.

			Los sistemas previstos en nuestro ordenamiento para garantizar la imparcialidad del juez son la abstención y la recusación (reguladas en los arts. 217 ss. LOPJ y 99 ss. LEC). La abstención es el mecanismo del que dispone el juez para apartarse del conocimiento de un asunto cuando considere que en él concurren algunas de las circunstancias previstas en el artículo 219 LOPJ y que hacen pensar que su imparcialidad puede verse afectada. La recusación, por el contrario, es el mecanismo puesto a disposición de las partes del proceso para denunciar la concurrencia de una de las causas de recusación en el juzgador que está conociendo de su litigio.

			D) DESINTERÉS OBJETIVO


			La nota más característica de la función jurisdiccional y que permite una mejor diferenciación de la misma frente a la actividad desarrollada por la Administración cuando actúa el derecho objetivo, es que la primera lo hace con desinterés objetivo o alienità, mientras que la Administración actúa en asuntos en los que es juez y parte. Este elemento diferenciador entre la jurisdicción y la Administración fue señalado por CHIOVENDA cuando estableció que «también la Administración juzga, puesto que no se obra sino sobre la base de un juicio; pero juzga de su propia actividad. En cambio la jurisdicción juzga de la actividad ajena y de una voluntad de ley que concierne a otros».

			El desinterés objetivo se predica de la función jurisdiccional, no atendiendo al juez concreto que conoce de un asunto determinado, a diferencia de la imparcialidad, que, como hemos visto, se ha de referir a un proceso y a un procedimiento determinado.

			E) IRREVOCABILIDAD DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES


			Finalmente, la última característica que se puede predicar de la función jurisdiccional y que contribuye decisivamente a su delimitación y diferenciación de la Administración, cuando ésta aplica el derecho objetivo, es el carácter irrevocable de las resoluciones dictadas en virtud de la primera. En efecto, la actuación administrativa carece de la eficacia de producir cosa juzgada por lo que el acto jurídico que se emite puede ser revisado mediante el ejercicio de la potestad jurisdiccional. En este sentido, el artículo 106.1 CE otorga a los tribunales el control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. El hecho de que pueda existir —cada vez menos, eso sí— alguna clase de actos que, emanados de la Administración, queden exentos del control jurisdiccional no supone que la Administración tenga en estos casos una suerte de cosa juzgada.

			Por otro lado, el que nuestra legislación procesal recoja supuestos en los que las resoluciones no adquieren la fuerza de cosa juzgada —procesos sumarios (art. 447 LEC), por ejemplo— no obsta a la calificación de la irrevocabilidad como parte integrante del concepto de función jurisdiccional. Ello se explica con base en el hecho de que, en ocasiones, existe una especial premura en obtener una concreta tutela por los intereses que se están ventilando. Esto hace que el legislador prevea procedimientos en los que, siendo más rápidos, se pierden determinados derechos al quedar limitados los medios de ataque y de defensa que las partes pueden utilizar. Esta limitación se compensa permitiendo que cualquiera de los sujetos procesales pueda volver a plantear la acción a tramitar por un procedimiento ordinario que sí produciría el efecto de cosa juzgada. Por tanto, consideramos que la irrevocabilidad debe ser apreciada como una manifestación globalmente considerada de la función jurisdiccional y, por consiguiente, la cosa juzgada se configura como la nota definitoria de la jurisdicción.

			2. LA RESOLUCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE «JURISDICCIÓN» ENTRE LA JURISDICCIÓN Y LA ADMINISTRACIÓN

			No siempre los ámbitos de actuación del Ejecutivo/Legislativo están claros. Esto se debe a que, como venimos indicando, hay ocasiones en la que la Administración también procede a decir el Derecho pero bajo notas diferentes a las señaladas para la jurisdicción; por ejemplo, mientras los tribunales actúan desinteresadamente, la Administración se constituye en juez y parte, es decir, con interés objetivo. Por tanto, nos vamos a encontrar con materias sobre las que hay que resolver y que, al estar en una zona oscura, no sepamos a quién corresponde el conocimiento.

			Para resolver los problemas que se puedan generar, tanto la LOPJ (arts. 38 a 41) como la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales, crean un procedimiento que se denomina «conflictos de jurisdicción». No obstante, antes de entrar a analizar dicho mecanismo, debemos hacer algunas precisiones:

			a) La denominación no es correcta. No es preciso hablar de conflictos de jurisdicción. Este concepto es erróneo y, por tanto, rechazable:

			—porque la jurisdicción es única e indivisible. Como ya hemos visto, la diversificación en órdenes jurisdiccionales diferentes no implica una duplicidad de jurisdicciones;

			—la Administración no es jurisdicción;

			—por la exclusividad de la función jurisdiccional en manos de jueces y magistrados. Esto hace que la Administración nunca vaya a gozar de jurisdicción.

			Por todos estos motivos no podemos hablar de conflictos de jurisdicción, sino que es conveniente buscar otros términos más adecuados. La doctrina ha barajado varios, entre ellos el de «conflicto de atribución». Este término era el utilizado por la Ley de Conflictos Jurisdiccionales de 1948.

			b) La Ley de Conflictos Jurisdiccionales, bajo la incorrecta denominación de «conflictos jurisdiccionales», hace referencia a dos realidades distintas:

			—En primer lugar, a los conflictos que se generen entre Administración y jurisdicción.

			—En segundo lugar, los conflictos que se generen entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción militar. Esta segunda manifestación tampoco puede ser considerada un conflicto de jurisdicción por los mismos argumentos antes citados, puesto que sólo hay una única jurisdicción pero diferentes órdenes jurisdiccionales. En este caso nos encontramos ante un conflicto de competencias —que serán analizados cuando estudiemos la jurisdicción por razón del objeto—, en donde se pueden plantear problemas de atribución de competencias entre el orden civil, penal, contencioso-administrativo y laboral.

			No obstante, en este momento vamos a analizar la Ley de Conflictos jurisdiccionales en su doble manifestación.

			a) Conflictos de jurisdicción entre Administración y jurisdicción: El artículo 38 LOPJ establece que el órgano que resolverá las controversias —no sólo las positivas, cuando tanto la Administración como la jurisdicción se consideran competentes para conocer, sino también las negativas, cuando ninguno de los órganos quiere conocer— será el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, que está constituido por el presidente del Tribunal Supremo —que tendrá voto de calidad—, dos magistrados de la sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo —designado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial— y tres consejeros permanentes de Estado. Actuará como secretario el de gobierno del Tribunal Supremo.

			Este conflicto puede ser planteado por:

			—Cualquier juzgado o tribunal aunque los jueces de Paz lo deben tramitar a través del Juzgado de Primera Instancia.

			—Los órganos de la Administración designados en el artículo 3.º de la Ley de Conflictos Jurisdiccionales, donde se sigue un sistema de enumeración de los órganos competentes en función de su pertenencia a la Administración estatal, la autonómica o la local.

			Si el conflicto surge en otros órganos de la Administración, podrán solicitar su planteamiento al órgano correspondiente por conducto reglamentario (art. 4.º LCJ).

			No se pueden plantear conflictos de jurisdicción:

			•frente a la iniciación de procedimiento de habeas corpus o de adopción en el mismo de resoluciones de puesta en libertad o a disposición judicial;

			•a los juzgados y tribunales en los asuntos resueltos por auto o sentencia firme o pendiente de casación o revisión;

			•los jueces y magistrados no pueden plantear conflictos frente a la Administración, en asuntos resueltos por acto que haya agotado vía administrativa, salvo que verse sobre competencias para la ejecución del acto.

			Los conflictos pueden ser positivos o negativos. La ley establece diferencias de tramitación en función de si quien lo plantea es un juzgado o tribunal o un órgano de la Administración.

			—El órgano jurisdiccional, de oficio o a instancia de parte, puede plantear un conflicto positivo, previo informe del Ministerio Fiscal, realizando un requerimiento de inhibición, que, recibido por la Administración, hace que ésta deba suspender el procedimiento, dando vista a los que aparecen como interesados en el procedimiento administrativo. Una vez oídos los interesados, puede adoptar dos decisiones frente a las que no cabe ningún recurso. Por un lado, puede declinar el conocimiento del procedimiento administrativo reenviando el asunto al tribunal requirente. Por otro, puede decidir mantener su jurisdicción. En este caso, elevará las actuaciones al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, el cual, previa la celebración de una vista con el Ministerio Fiscal y la Administración, dictará sentencia en diez días.

			—La Administración, de oficio o a instancia de parte, previa audiencia a los interesados puede requerir de inhibición al órgano jurisdiccional, que en el momento en el que lo reciba suspenderá el procedimiento, salvo que nos encontremos ante un proceso penal o sobre derechos fundamentales del artículo 53 CE. El tribunal convocará a una vista al Ministerio Fiscal y a las partes y podrá declinar el conocimiento del asunto —frente a esta resolución cabrá recurso de apelación— o mantener su jurisdicción, en cuyo caso elevará las actuaciones al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, tramitándose a partir de este momento como hemos indicado anteriormente.

			En el caso en que ambos órganos, tanto la jurisdicción como la Administración, se consideren incompetentes para conocer de un determinado asunto, se podrá plantear un conflicto negativo de jurisdicción a través de la presentación de un escrito ante el órgano jurisdiccional que se ha declarado incompetente, el cual elevará las actuaciones al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, que, previa celebración de una vista con el Ministerio Fiscal y la Administración, dictará sentencia.

			b) Conflictos de jurisdicción entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción militar: El artículo 39 LOPJ establece que este tipo de conflictos será resuelto por la Sala de Conflictos de Jurisdicción, que estará formada por el presidente del Tribunal Supremo, dos magistrados de la Sala Quinta del Tribunal Supremo —Sala Militar— y dos magistrados del Tribunal Supremo del orden jurisdiccional en conflicto. Los cuatro magistrados serán designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial.

			Al igual que en el caso anterior, los conflictos pueden ser positivos o negativos.

			La jurisdicción ordinaria, de oficio o a instancia de parte, previo informe del Ministerio Fiscal, puede requerir de inhibición al tribunal militar, que suspenderá el procedimiento y convocará a una vista a las partes y al Fiscal Jurídico Militar, celebrada la cual dictará un auto que podrá tener un doble contenido, bien declinar su jurisdicción remitiendo las actuaciones al tribunal de la jurisdicción ordinaria, bien mantener la jurisdicción, generándose un conflicto positivo de jurisdicción, debiendo elevar las actuaciones a la Sala de Conflictos Jurisdiccionales, la cual, previa convocatoria a los fiscales a una vista, dictará sentencia estableciendo qué órgano de los dos órdenes jurisdiccionales es competente.

			El órgano de la jurisdicción militar podrá plantear, de oficio —aquí no cabe la instancia de parte— y previa audiencia del Fiscal Jurídico Militar, un requerimiento de inhibición al órgano de la jurisdicción voluntaria que estuviese conociendo, el cual procederá a suspender el procedimiento y a convocar a una vista a las partes y al Ministerio Fiscal y, una vez celebrada ésta, dictará auto en el que o bien declina su jurisdicción, remitiendo las actuaciones al tribunal militar requirente, o bien mantiene su jurisdicción, planteándose el conflicto positivo de jurisdicción. En este caso, la tramitación será igual a la que hemos establecido en el supuesto anterior.

			El conflicto negativo de jurisdicción se plantea cuando ninguno de los tribunales, ni de la jurisdicción ordinaria ni de la militar, se consideran competentes para conocer de un determinado asunto. En este caso, la parte deberá agotar la vía jurisdiccional a la que se haya dirigido inicialmente. Una vez agotada ésta, se dirigirá a los tribunales del otro orden jurisdiccional y si éste también se considera incompetente, se genera el conflicto negativo de jurisdicción elevando escrito a la Sala de Conflictos de Jurisdicción.

			
				
					1 Tema redactado por el Dr. JUAN ANTONIO ROBLES GARZÓN, Catedrático de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.

				

			

		

	
		
			TEMA 4

			LA ORGANIZACIÓN JURISDICCIONAL ESPAÑOLA1


			SUMARIO: 1. ORGANIZACIÓN JURISDICCIONAL.—2. JUZGADOS Y TRIBUNALES ORDINARIOS Y ESPECIALES.—A) Órganos jurisdiccionales del orden civil.—B) Órganos jurisdiccionales del orden penal.— C) Órganos jurisdiccionales del orden contencioso-administrativo.—D) Órganos jurisdiccionales del orden social (o laboral).—E) La jurisdicción militar.—3. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y LAS GARANTÍAS DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES.—A) Concepto y naturaleza jurídica. B) Composición y organización. C) Funciones.—4. LOS TRIBUNALES SUPRANACIONALES.—A) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea.—B) El Tribunal Europeo de Derechos Humanos.—5. LOS TRIBUNALES CONSUETUDINARIOS.

			1. ORGANIZACIÓN JURISDICCIONAL

			Como punto de partida, debemos recordar que con el término jurisdicción hacíamos referencia no sólo a una función asumida por el Estado, sino que, además, con dicha expresión nos referíamos también al conjunto de órganos que cumplen o hacen efectiva tal función (jurisdiccional). Una vez que se ha estudiado la jurisdicción como función, ocupa este Tema el estudio de la jurisdicción como organización. Así, la organización jurisdiccional hace referencia al conjunto de órganos que tienen encomendada la función jurisdiccional.

			El punto de inicio para tratar la organización jurisdiccional española no puede ser otro que el principio de unidad jurisdiccional que recoge el artículo 117.5 CE, ya que éste es la «base de la organización y funcionamiento de los tribunales». Este principio, en relación con la organización, predica la inexistencia de las jurisdicciones especiales en nuestro ordenamiento, a excepción de la previsión (también constitucional, art. 117.5, in fine) de la existencia de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense, con tal carácter. Por tanto, se considera que constituyen la jurisdicción ordinaria el conjunto de órganos jurisdiccionales que tienen encomendado el conocimiento de la generalidad de los procesos, relativos, a su vez, a la generalidad de las materias jurídicas (independientemente de que, por especialización, sean civiles, penales, laborales o contencioso-administrativas), mientras que constituyen la llamada jurisdicción especial aquellos órganos constituidos o dedicados al completo conocimiento y resolución de procesos concernientes sólo a materias y/o sujetos específicos (DE LA OLIVA) y, como hemos señalado anteriormente, en la actualidad, únicamente existe como tal la jurisdicción militar (aunque DE LA OLIVA la considera un «híbrido» de la jurisdicción especial y ordinaria). Sin perjuicio de que se analizarán los órganos de esta jurisdicción militar, centramos nuestro estudio en la llamada jurisdicción ordinaria.

			Sentado lo anterior, los órganos que, según la CE (art. 117.3), tienen encomendada la función jurisdiccional son los juzgados y tribunales, los cuales están integrados por ciertos elementos personales. A éstos nos referiremos cuando estudiemos en el Tema siguiente el personal al servicio de los juzgados y tribunales, ahora interesa el estudio de los órganos jurisdiccionales como esquema organizativo sin tener en cuenta los elementos subjetivos integrantes de los mismos.

			Este esquema organizativo responde a diferentes criterios delimitados por la norma básica reguladora de los órganos jurisdiccionales, la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial (LOPJ) y, en menor medida, por la Ley 38/1988, de Demarcación y Planta Judicial (LDPJ). Tales criterios son diversos y han atendido a diferentes razones en aras a conjugar, fundamentalmente, tanto la distinta naturaleza de las relaciones jurídicas de las que se puede pretender una tutela jurisdiccional (criterio de la especialización por órdenes jurisdiccionales), como la división territorial de los lugares donde se va a solicitar dicha tutela y su delimitación (criterio territorial). Aunque estos criterios no son los únicos, ya que se atiende también a delimitar qué órgano jurisdiccional va a conocer de la tutela que se le pretende en primera instancia y cuál va a tener atribuido el conocimiento del asunto en una instancia superior por la vía de los recursos.

			a) Criterio de la especialización por órdenes jurisdiccionales: Como se ha expresado, la multiplicidad y diversidad de las relaciones jurídicas que pueden necesitar un pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional en el seno de un proceso, así como los modos de conformar el mismo en función de la naturaleza jurídica de la relación, han provocado que se tienda a la especialización de los juzgados y tribunales llamados a ese pronunciamiento. Esto ha tenido como consecuencia la aparición de lo que se denominan «órdenes jurisdiccionales». En la actualidad los órdenes (o ramas) de la jurisdicción ordinaria son: civil, penal, contencioso-administrativo y laboral o social. Como señala NIEVA FENOLL, éstos son contingentes y pueden en un futuro existir más o menos a voluntad del legislador.

			b) Criterio territorial: La división del Estado español en diferentes demarcaciones con diferente extensión no puede ser ajena a la organización jurisdiccional española. Así, en lo judicial, el territorio nacional se divide en municipios, partidos, provincias y Comunidades Autónomas (art. 30 LOPJ); a éstos MONTERO AROCA añade otra división, «todo el Estado», que, si bien es cierto que existen órganos (como la Audiencia Nacional) que extienden su jurisdicción a todo el Estado, no se puede considerar éste división ya que el mismo es el dividido en lo judicial; de hecho, el citado artículo 30 LOPJ no lo menciona. Esta división va a determinar los límites territoriales de la potestad jurisdiccional de los órganos incardinados en la misma.

			Esta división en lo judicial se corresponde, casi de forma mimética, con la división administrativa, únicamente el partido judicial no conlleva esta correspondencia y se trata de una unidad territorial de carácter exclusivamente judicial. El partido está integrado por uno o varios municipios limítrofes pertenecientes a una misma provincia (art. 32 LOPJ).

			La demarcación judicial se realizará por ley (concretamente se encuentra regulada en la citada Ley 38/1988, de Demarcación y Planta Judicial), aunque es posible que se realice por Real Decreto en los casos especialmente previstos en la LOPJ (art. 35 tras la redacción dada por la LO 7/2015, de 21 de julio).

			Una vez se han analizado los criterios más importantes de la organización jurisdiccional española pasamos ahora a su enumeración. Tal y como se ha señalado anteriormente, vamos a diferenciar los órganos que componen la jurisdicción ordinaria en la que vamos a incluir ciertos órganos jurisdiccionales especiales dentro de esta jurisdicción, y vamos a dar un tratamiento distinto a los que componen la jurisdicción especial militar, dejando para epígrafes posteriores otros órganos jurisdiccionales que, por su naturaleza, su carácter consuetudinario o supranacional merecen ser tratados de forma independiente de los primeros.

			2. JUZGADOS Y TRIBUNALES ORDINARIOS Y ESPECIALES

			Dentro de la llamada jurisdicción ordinaria, nos encontramos incardinados en algunos de sus órdenes jurisdiccionales ciertos órganos que tienen la consideración de especiales sin constituir, no se olvide, una jurisdicción especial. Estos órganos ostentan tal consideración dentro de la jurisdicción ordinaria porque los asuntos de los que van a conocer se les atribuyen, no en función de las reglas comunes al resto de los órganos de su orden jurisdiccional, sino en virtud de unas reglas especiales. Integrado en esta categoría, hemos de destacar el Tribunal del Jurado (aunque DE LA OLIVA no lo considera un tribunal especial, sino una especialidad dentro del orden penal). En aras a la sistematización, no vamos a separar los órganos ordinarios de los especiales y su enumeración será conjunta dentro del criterio de clasificación por el que optaremos.

			Anticipado el tema, debemos realizar una clasificación de los diferentes y numerosos órganos que integran la jurisdicción ordinaria. Diversos han sido los criterios de clasificación de los mismos, fundamentalmente por su composición (órganos unipersonales o colegiados, legos o juristas), y por los órdenes jurisdiccionales a los que pertenecen. Nosotros vamos a utilizar esta última clasificación en aras de facilitar la comprensión no sólo de los órganos, sino también de las ramas u órdenes de esta jurisdicción ordinaria.

			Antes de entrar en la cuestión de clasificar los órganos jurisdiccionales en función del orden o rama al que pertenecen, hemos de advertir que existen juzgados o tribunales que van a conocer de asuntos de más de un orden, ya sea porque la ley ha querido que tenga competencia para ello (como el Juzgado de Violencia sobre la Mujer que conoce de asuntos civiles y penales) o porque, tratándose de órganos colegiados que están estructurados por Salas o Secciones, unas van a conocer exclusivamente de un orden jurisdiccional y otras de otra rama (como el Tribunal Supremo, que dependiendo de la Sala conocerá de uno u otro orden; así, por ejemplo, la Sala Primera tendrá atribuido el conocimiento de asuntos civiles y la Segunda de la materia penal). Para evitar reiteraciones innecesarias, la exposición de la composición, planta y demarcación de estos órganos con competencia en más de un orden jurisdiccional se realizará al tratar el orden civil (cuando también tengan competencia en este orden), dejando para el desarrollo del resto de ramas alguna especificidad que puedan tener y la exposición de las competencias que en ellas tengan.

			Además, según el artículo 98.1 LOPJ, el CGPJ podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que en aquellas circunscripciones donde exista más de un juzgado de la misma clase, uno o varios de ellos asuman con carácter exclusivo, el conocimiento de determinadas clases de asuntos, o de las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se trate. La principal manifestación de estos órganos especializados son los Juzgados de Familia, que no dejan de ser Juzgados de Primera Instancia que, en virtud de esta previsión, se han especializado (en las capitales de provincia) y únicamente conocen de la aplicación del Derecho de familia. También por mandato del artículo 98 LOPJ, determinadas secciones de las Audiencias Provinciales podrán (o deberán) especializarse para el conocimiento de los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por determinada clase de Juzgados que de forma especializada conocen de ciertas materias (por ejemplo, en el orden penal, una o varias Secciones de la Audiencia Provincial deberán especializarse para conocer de los recursos contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia). Asimismo, al amparo del apartado 2 del citado art. 98 se permite por acuerdo del CGPJ, de manera excepcional, limitado en el tiempo y a determinadas circunstancias (p. ej., quedan excluidos los Juzgados de Instrucción), que uno o varios Juzgados de la misma provincia (a diferencia del anterior supuesto que está limitado al partido) y del mismo orden jurisdiccional asuman el conocimiento de determinadas clases o materias de asuntos y, en su caso, de las ejecuciones que de los mismos dimanen, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los servicios comunes constituidos o que se constituyan.

			Por último, y recordando lo ya expuesto sobre la Jurisdicción Militar, la trataremos en este epígrafe dado su carácter «híbrido» (DE LA OLIVA) y porque, aunque los órganos jurisdiccionales que la componen tienen carácter de especiales, en su cúspide se encuentra la Sala Quinta, de lo Militar, del Tribunal Supremo, que, como veremos, al igual que el resto de las Salas, es un órgano ordinario.

			A) ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN CIVIL


			Sin afán de profundidad, ya que esta será materia para temas siguientes, al orden civil están atribuidos los asuntos que puedan surgir con ocasión de la aplicación del Derecho privado civil y mercantil, así como las cuestiones relativas al Registro Civil. Respecto a este último, hay que señalar, como se ha reseñado en temas anteriores, que la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil y su complementaria Ley Orgánica 8/2011, de la misma fecha, suprimen la competencia de los órganos jurisdiccionales en materias de Registro Civil que pasará a estar en manos del Ministerio de Justicia. Eso sí, estas dos normas que regulan tal cambio no entrarán en vigor hasta el 30 de junio de 2017.

			Los órganos jurisdiccionales que integran este orden son:

			a) Los Juzgados de Paz (arts. 99 a 103 LOPJ)


			Éstos tienen ciertas notas características que los diferencian sustancialmente del resto de órganos: primero, no están compuestos por juristas o jueces técnicos sino legos; segundo, son órganos municipales, es decir, su jurisdicción se extiende únicamente (y para los asuntos de su competencia) al término del municipio donde radican y habrá un Juzgado en cada municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción (art. 99 LOPJ) y; tercero, como consecuencia de su carácter lego, sus jueces no pertenecen a la Carrera Judicial, son nombrados con carácter temporal (cuatro años) por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma a la que pertenezcan a propuesta del Pleno del Ayuntamiento de su municipio.

			Como se ha señalado antes, tienen atribuido el conocimiento tanto de asuntos civiles como penales. En el orden civil este conocimiento va a quedar limitado a cuestiones de escasa entidad y, fundamentalmente, las funciones del Registro Civil, por delegación de los Juzgados de Primera Instancia (art. 86 LOPJ), aunque, recordemos, esta competencia desaparecerá en junio de 2017.

			b) Los Juzgados de Primera Instancia o de Primera Instancia e Instrucción


			Aunque la conjunción disyuntiva que separa los órganos de este apartado parece denotar que se trata de órganos distintos, hemos de aclarar que, en realidad, y aunque la LOPJ los separa como tal, se trata de un órgano jurisdiccional que va a tener competencia en el ámbito civil y penal. Eso sí, en los partidos judiciales donde resulta conveniente (especialmente las capitales de provincia, aunque no tiene por qué ser así) se pueden separar como órganos diferentes los de Primera Instancia y los de Instrucción (art. 89 LOPJ), conociendo los primeros de asuntos del orden civil y los segundos del orden penal. En los partidos donde no se ha efectuado tal separación (la mayoría) existen Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, correspondiendo la competencia civil a la denominación «Primera Instancia» y la penal a la designación «Instrucción», pero se trata de un mismo y único órgano jurisdiccional.

			Realizada la apreciación previa, hay que señalar que se tratan de órganos unipersonales, que extienden su competencia al partido judicial donde radiquen, se pueden encontrar separados de los de Instrucción o mixtos, pueden existir uno o más en cada partido (se designarán con número cardinal), y su sede física estará en el municipio capital de ese partido, del que tomarán su denominación (por ejemplo, Juzgado de Primera Instancia e Instrucción n.º 1 de Ronda o, si están separados, Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Cáceres).

			En el orden civil conocerán de los asuntos que les encomienda la LOPJ y de los que no vengan atribuidos a otros Juzgados y Tribunales (art. 85 LOPJ). En esencia, van a conocer en primera instancia de todos los asuntos civiles (que no estén atribuidos a otros órganos).

			c) Los Juzgados de lo Mercantil


			La promulgación de la Ley Concursal (Ley 22/2003), trajo como consecuencia la creación, por la Ley Orgánica 8/2003, de los Juzgados de lo Mercantil. Estos juzgados unipersonales se establecen, carácter general, en cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, en la que podrá haber uno o varios. También podrán establecerse en poblaciones distintas de la capital de provincia cuando, atendidas la población, la existencia de núcleos industriales o mercantiles y la actividad económica, lo aconsejen, delimitándose en cada caso el ámbito de su jurisdicción. Además, podrán establecerse juzgados de lo mercantil que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma (art. 86 bis LOPJ).

			Los asuntos que van a conocer estos juzgados son de naturaleza eminentemente mercantil y concursal (art. 86 ter LOPJ), aunque también van a conocer de ciertos asuntos civiles y laborales cuando tengan relación con la materia concursal, o asuntos civiles en general (como competencia desleal, transporte o Derecho Marítimo).

			Asimismo, y para una materia muy específica (además de la genérica de los juzgados que tratamos), se crean los Juzgados de lo Mercantil de Alicante, que tendrán competencia para conocer, en primera instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos litigios que se promuevan al amparo de lo previsto en los Reglamentos números 40/1994 del Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la Marca Comunitaria, y 6/2002 del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre de 2001, sobre los Dibujos y Modelos Comunitarios. En el ejercicio de esta competencia dichos juzgados extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Juzgados de Marca Comunitaria (art. 86 bis.4 LOPJ).

			d) Las Audiencias Provinciales


			Las Audiencias Provinciales son órganos jurisdiccionales colegiados que, como su propio nombre indica extienden su jurisdicción al ámbito de la provincia donde radican, teniendo su sede física en la capital de la misma de la que tomarán su nombre (aunque pueden destacarse Secciones en otro lugar de la provincia como, por ejemplo, Algeciras). Como advertíamos antes (y lo volveremos a hacer cuando tratemos otros órganos colegiados) las Audiencias Provinciales se pueden dividir en Secciones (que se numerarían ordinalmente) las cuales pueden estar especializadas en la materia de la que conocen, en este caso, únicamente en el orden civil y penal. La composición colegiada de las Audiencia Provinciales significa que se constituirán con más de un Magistrado, concretamente se deben constituir con tres, de los cuales uno será el presidente, contando con la misma composición cada una de las Secciones en que se divida (aunque puede tener sus excepciones).

			Históricamente, las Audiencias Provinciales únicamente conocían de asuntos penales pero en la actualidad cuentan con importantes competencias civiles.

			Así, en el orden civil, las Audiencias Provinciales conocerán, fundamentalmente, de la segunda instancia por los recursos que la ley establezca contra resoluciones dictadas por órganos de primera instancia de su circunscripción, concretamente (art. 82.2 LOPJ):

			—De los recursos que establezca la ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia. En cuanto a la composición colegiada de las Audiencias Provinciales, hemos de decir que, como apuntábamos anteriormente, podía tener excepciones. Así ocurre en la atribución que estamos contemplando, ya que, para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía —que no exceda de 6.000 euros (art. 249.2 LEC)—, se constituirá con un solo magistrado (mediante turno de reparto).

			—De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten en incidentes concursales que resuelvan cuestiones de materia laboral.

			—De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia (preferiblemente en Secciones especializadas).

			Además del conocimiento de los recursos que acabamos de observar, también corresponde a la Audiencia Provincial el conocimiento de las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre juzgados de la provincia que no tengan otro superior jerárquico común y de las recusaciones de sus magistrados cuando éstas no están atribuidas a los Tribunales Superiores de Justicia.

			Finalmente, al igual que ocurría con los Juzgados de la Marca Comunitaria en Alicante, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de esta ciudad que se especialicen conocerán, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 101 del Reglamento número 40/1994 del Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la Marca Comunitaria, y el Reglamento 6/2002 del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre de 2001, sobre los Dibujos y Modelos Comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca Comunitaria.

			e) Los Tribunales Superiores de Justicia


			Partiendo del artículo 152.1 CE, «el Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma».

			A pesar de esta definición, ha de quedar claro que, aunque radiquen en la Comunidad Autónoma, no son órganos jurisdiccionales autonómicos, sino estatales.

			Los Tribunales Superiores de Justicia son órganos colegiados que ejercen su jurisdicción en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de la que tomará su denominación (art. 71 LOPJ), jurisdicción que se extiende a todos y cada uno de los órdenes de la jurisdicción ordinaria, así, tienen jurisdicción, a través de las distintas Salas, en el orden civil, penal, contencioso-administrativo y laboral.

			La ubicación de estos tribunales no se encuentra recogida por la LOPJ, y remite para tal cuestión a los Estatutos de Autonomía (aunque pocos la establecen) y, en caso de no preverlo, el criterio de establecimiento dependerá de la ubicación de las antiguas Audiencias Territoriales (Disp. Adic. 2.ª LOPJ). A esto hemos de añadir que pueden existir Salas, ya sean de nueva creación o por herencia de las demarcaciones de las citadas Audiencias Territoriales, en sedes distintas a donde radiquen los Tribunales Superiores de Justicia.

			Las Salas por las que están integrados los Tribunales Superiores de Justicia son tres: de lo Civil y Penal, de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social.

			Como podemos observar, en el orden jurisdiccional que nos ocupa, no existe una Sala exclusiva (como sí ocurre en los órdenes contencioso-administrativo y social) sino que la Sala que va a conocer del orden civil va a conocer también del orden penal. Por tanto, la misma Sala, como Sala de lo Civil conocerá de ciertos asuntos y de otros como Sala de lo Penal. Relativo al orden civil sus competencias son bastante limitadas en aquellas (las más) Comunidades Autónomas que no tengan un Derecho Civil, Foral o especial propio. Así, como Sala de lo Civil conocerán (art. 73.1 LOPJ):

			—Del recurso de casación que establezca la ley contra resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma, siempre que el recurso se funde en infracción de normas del derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución.

			—Del recurso extraordinario de revisión que establezca la ley contra sentencias dictadas por órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma, en materia de Derecho Civil, foral o especial, propio de la Comunidad Autónoma, si el correspondiente Estatuto de Autonomía ha previsto esta atribución.

			—En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de sus respectivos cargos, dirigidas contra el presidente y miembros del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma y contra los miembros de la Asamblea legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según los Estatutos de Autonomía, al Tribunal Supremo.

			—De las funciones de apoyo y control del arbitraje que se establezcan en la ley, así como de las peticiones de exequátur de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados o normas de la Unión Europea, corresponda su conocimiento a otro juzgado o tribunal.

			—En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de su cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una Audiencia Provincial o de cualesquiera de sus secciones.

			—De las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior común.

			f) El Tribunal Supremo


			El Tribunal Supremo ostenta la cúspide de la organización judicial española en todos los órdenes jurisdiccionales (excepto en lo relativo a las garantías constitucionales) y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional (art. 123 CE), teniendo su sede en la villa de Madrid (art. 53 LOPJ).

			La composición del Tribunal Supremo es: su presidente (que además presidirá el CGPJ), los presidentes de Sala y los magistrados que determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse (art. 54 LOPJ).

			Como se puede observar, está integrado por Salas que, a su vez pueden dividirse en Secciones en función de la carga de trabajo. Las Salas que integran el Tribunal Supremo son: Primera, de lo Civil; Segunda, de lo Penal; Tercera, de lo Contencioso-Administrativo; Cuarta, de lo Social; y Quinta, de lo Militar, esta última se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la LOPJ y por el ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo (art. 55 LOPJ). A estas Salas hay que añadir la Sala innominada o del artículo 61 compuesta por el presidente del Tribunal Supremo, los presidentes de Sala y el magistrado más antiguo y el más moderno de cada una de ellas que, entre otras competencias, conocerá de los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

			El Tribunal Supremo es un tribunal de casación, es decir, está legitimado para garantizar y obtener la aplicación de las leyes ordinarias (en el sentido amplio de la expresión) y asegurar, mediante la creación de su doctrina legal, la interpretación uniforme del Derecho, aunque también conoce en primera (y única) instancia de ciertas causas civiles y penales contra aforados.

			En el orden jurisdiccional civil será la Sala Primera la que tiene atribuido el conocimiento (art. 56 LOPJ):

			—De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la Ley.

			—De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra el presidente del Gobierno, presidentes del Congreso y del Senado, presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, diputados y senadores, vocales del Consejo General del Poder Judicial, magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, fiscales de Sala del Tribunal Supremo, presidente y consejeros del Tribunal de Cuentas, presidente y consejeros del Consejo de Estado, Defensor del Pueblo y presidente y consejeros de una Comunidad Autónoma, cuando así lo determine su Estatuto de Autonomía.

			—De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra magistrados de la Audiencia Nacional o de los Tribunales Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos.

			B) ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN PENAL


			De un modo muy general, el orden penal tiene atribuido el conocimiento de las causas por la comisión de infracciones penales tipificadas como tales por la ley. Como punto de partida, y para la mejor comprensión de la materia a desarrollar, hemos de advertir que, al igual que para la generalidad de la organización jurisdiccional, el establecimiento de los órganos jurisdiccionales penales sigue los mismos criterios que el resto, como la especialización por órdenes, el territorial y el conocimiento del asunto en primera instancia o en una instancia superior por la vía de los recursos. Relativo a este último criterio, hemos de advertir que en este orden, el conocimiento del asunto en primera instancia va a tener dos fases diferenciadas: la instrucción y el enjuiciamiento. Estas fases van a estar atribuidas a órganos jurisdiccionales diferentes para una causa concreta (con alguna excepción que se tratará posteriormente); de ahí que hagamos esta apreciación previa ya que tendrá influencia a la hora de determinar la organización jurisdiccional en el orden penal. Igualmente, hemos de advertir que en el desarrollo expositivo de los órganos de este orden vamos a encontrarnos con algunos que, aunque con competencia genérica igual a otros órganos, al estar encuadrados dentro de la Audiencia Nacional (con los asuntos de su competencia), vamos a tratarlos conjuntamente con ésta.

			a) Los Juzgados de Paz


			En el orden penal, los Juzgados de Paz han perdido casi todas sus competencias al haberse eliminado las faltas por la reforma del Código Penal de 2015 y carecer de competencias para conocer de los delitos. Por tanto, sus competencias han quedado reducidas a intervenir en actuaciones penales de prevención, o por delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes.

			b) Los Juzgados de Instrucción (o de Primera Instancia e Instrucción)


			En el orden penal, la situación es igual a la expuesta con carácter previo para este órgano en el orden civil (vid. supra). En consonancia con lo expuesto en la introducción de este orden jurisdiccional, los Juzgados de Instrucción van a tener competencia, tanto para instruir (instrucción de causas por delito grave) como para el enjuiciamiento (causas por delitos leves), así como otros procedimientos como el de habeas corpus. Concretamente conocerán (art. 87 LOPJ):

			—De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

			—Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley. La atribución de esta competencia va a suponer que el Juzgado de Instrucción dictará la sentencia en determinados asuntos que también ha instruido (actualmente en los denominados «juicios rápidos» y el Proceso por Aceptación de Decreto).

			—Del conocimiento y fallo de los juicios de delitos leves, salvo los que sean competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

			—De los procedimientos de habeas corpus.

			—De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

			—De la ejecución de las medidas de embargo y aseguramiento de pruebas transmitidas por un órgano judicial de un Estado miembro de la Unión Europea que las haya acordado en un proceso penal, cuando los bienes o los elementos de prueba se encuentren en territorio español.

			—De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			c) Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer


			La creación de estos juzgados especializados se realizó por la reforma que en la LOPJ (añadiendo los arts. 87 bis y 87 ter) operó la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (arts. 43 y 44). En coherencia con la naturaleza de estos juzgados que, según la Exposición de Motivos de la Ley 1/2004, son órganos penales, los tratamos en este orden, pero hay que tener en cuenta que también tienen atribuidas competencias civiles, pero siempre adheridas a la existencia de un procedimiento penal.

			En cada partido judicial habrá uno o más juzgados que conozcan de esta materia recogida en el artículo 87 ter LOPJ y extienden su jurisdicción a todo el partido, aunque hay que tener en cuenta que se podrá establecer mediante real decreto que los Juzgados de Violencia sobre la Mujer que se determinen extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia. La creación de estos juzgados se puede realizar de forma diferente. Pueden crearse uno o varios nuevos juzgados en cada partido judicial con competencia exclusiva en esta materia y jurisdicción en todo el partido (por ejemplo, Barcelona o Málaga). Pueden convertirse alguno/s de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción (o sólo de instrucción) preexistentes en un partido en Juzgado de Violencia sobre la Mujer con competencia exclusiva en esta materia y jurisdicción en todo el partido. También, y es lo más usual, cabe la posibilidad de que la competencia atribuida al Juzgado de Violencia sea asumida por un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción (o sólo de instrucción) del partido judicial pero no en forma exclusiva sino compatible con el conocimiento de las materias que además tenía atribuidas. Si únicamente existe un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción en un partido judicial, será éste quien asuma la competencia.

			Respecto a las materias que la ley atribuye a estos juzgados, éstas se encuentran recogidas en el artículo 87 ter LOPJ y, como ya anticipamos, serán civiles y penales.

			En cuanto a la materia penal, al igual que sucede con los Juzgados de Instrucción, van a tener competencia, tanto para instruir (instrucción de causas por delito grave) como para el enjuiciamiento (causas por delito leve), eso sí, no de la generalidad de los delitos, sino únicamente aquellos que expresamente les atribuye la Ley en supuestos muy determinados. Así, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la LECrim, de los supuestos recogidos en el art. 87 ter LOPJ, entre otros:

			—De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.

			—De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en el párrafo anterior.

			—De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al juez de guardia.

			—Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya de ley, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en el primer apartado de esta relación de supuestos.

			—Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley (se trata del mismo supuesto reseñado anteriormente para los Juzgados de Instrucción).

			En lo que respecta a las materias civiles, este juzgado conocerá, grosso modo, de todas las cuestiones que se le planteen relativas al matrimonio (separación, divorcio, guardia y custodia de hijos, etc.) siempre que ante ese juzgado se haya incoado un procedimiento penal en los términos y relativo a la materia (penal) de la que conoce. Concretamente se tienen que dar cumulativamente los requisitos del ap. 3 del art. 87 ter LOPJ.

			d) Los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria


			Estos juzgados son órganos unipersonales que no tienen competencia para la instrucción o enjuiciamiento de causas penales, su función queda circunscrita a la vigilancia de la ejecución de las penas privativas de libertad (y medidas de seguridad) impuestas por otros órganos jurisdiccionales del orden penal, de la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias y el amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos (art. 94 LOPJ). Las funciones jurisdiccionales de estos juzgados se encuentran previstas en la Ley General Penitenciaria.

			En cada provincia existirán uno o varios. Además, podrán establecerse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma y también podrán crearse algunos cuya jurisdicción no se extienda a toda la provincia. El número de estos juzgados se determinará en la LDPJ, atendiendo principalmente a los establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de éstos.

			e) Los Juzgados de lo Penal


			La creación de los Juzgados de lo Penal se realizó por la Ley Orgánica 7/1988. La aprobación de esta ley fue como consecuencia de una Sentencia del Tribunal Constitucional (STC 145/1988) que declaró la inconstitucionalidad de ciertos preceptos que quebraban el principio de que el juez que instruye no puede conocer del asunto para enjuiciarlo y dictar sentencia (juez no prevenido), ya que antes de la entrada en vigor de esta ley los jueces de Instrucción, en algunos supuestos, aunaban ambas funciones. Para evitar esta situación, aunque hemos de señalar que se ha vuelto a repetir si bien no con la misma extensión, se crearon los Juzgados de lo Penal, con la única función de enjuiciar causas por delitos previamente instruidos por los Juzgados de Instrucción (actualmente también por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer). Por tanto, este juzgado no instruye ni tampoco tiene competencias para el conocimiento de ningún recurso contra sentencias en segunda instancia.

			Se trata de un órgano unipersonal de extensión territorial provincial. Así, en cada provincia, y con sede en su capital, habrá uno o varios y tomarán su denominación de la población donde tengan su sede (si existe más de uno la numeración será cardinal). Podrán establecerse Juzgados de lo Penal cuya jurisdicción se extienda a uno o varios partidos de la misma provincia, conforme a lo que disponga la legislación sobre demarcación y planta judicial, que fijará la ciudad donde tendrán su sede (art. 89 bis LOPJ). En aras a conjugar la instauración de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y en consonancia con su filosofía (la especialización de los órganos jurisdiccionales que deban conocer de estas causas), deberán especializarse alguno/s Juzgado/s de lo Penal de la provincia para el conocimiento de las causas instruidas por los primeros.

			Como se ha expresado, los Juzgados de lo Penal tendrán únicamente competencia para enjuiciar causas por delito cuando la ley lo determine. Esta determinación se encuentra recogida en el artículo 14.3 LECrim y concretamente será: el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años, así como por delitos leves, sean o no incidentales imputables a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión del delito leve o su prueba estuviesen relacionadas con aquéllos. Además de la competencia para el enjuiciamiento, tienen atribuida la misma para la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito por los Juzgados de Instrucción, así como el reconocimiento y ejecución de determinadas resoluciones transmitidas por autoridades de otros Estados de la Unión Europea.

			f) Los Juzgados de Menores


			La instauración de estos juzgados es relativamente reciente (año 2000), lo que no implica que anteriormente no existieran órganos encargados de conocer de las causas penales por delitos o faltas cometidos por menores de edad, sino que estos juzgados vinieron a sustituir a los Tribunales Tutelares de Menores.

			Se encuentran en cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, en la que podrá haber uno o más. No obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Juzgados de Menores cuya jurisdicción se extienda, o bien a un partido determinado (por ejemplo, Algeciras) o agrupación de partidos, o bien a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su sede (art. 96 LOPJ).

			La competencia de estos juzgados se encuentra establecida en la Ley Orgánica 5/2000, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. Así, serán competentes para conocer de los hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales cometidos por las personas mayores de catorce años y menores de dieciocho. Es decir, para exigir responsabilidad penal (y civil derivada de los hechos delictivos) de los menores de edad.

			g) Las Audiencias Provinciales


			Como hacíamos notar al tratar este órgano en el orden civil, la Audiencia Provincial (o más bien, la Sección o Secciones Penales de esta Audiencia) tienen competencia en el orden penal. Además de la genérica especialización por Secciones, las penales de la Audiencia Provincial, al igual que sucedía con los Juzgados de lo Penal, deben especializarse, a su vez, para conocer de los asuntos de violencia sobre la mujer (ya sea en primera o en segunda instancia). Recordemos que la composición colegiada de las Audiencia Provinciales significa que se constituirán con tres magistrados, de los cuales uno será el presidente, contando con la misma composición cada una de las Secciones en que se divida, con la excepción en el orden penal de que para conocer de los recursos contra sentencias dictadas por los jueces de Instrucción en juicios de faltas se constituirán con un solo magistrado.

			En esencia, y sin perjuicio de posterior desarrollo, tendrán competencia para el enjuiciamiento en primera instancia (no la instrucción) de causas por delito y el conocimiento en segunda instancia de recursos contra resoluciones de los órganos jurisdiccionales de la provincia donde radiquen.

			Concretamente conocerán (art. 82.1 LOPJ):

			—De las causas por delito, a excepción de las que la ley atribuye al conocimiento de los Juzgados de lo Penal (es decir, penas privativas de libertad superiores a cinco años) o de otros tribunales previstos en la ley (especialmente el Tribunal del Jurado).

			—De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Instrucción y de lo Penal de la provincia.

			—De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, cuando la competencia no corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

			—De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia.

			—De los recursos contra las resoluciones de los Juzgados de Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos.

			h) El Tribunal del Jurado


			El Tribunal del Jurado es consecuencia de la previsión constitucional de la participación ciudadana en la administración de justicia recogida por el artículo 125 CE. A pesar de esta previsión de rango constitucional, su extensión no alcanza a la totalidad de asuntos (o la gran mayoría como en algunos países de tradición anglosajona) a los que se pueda o deba dar una respuesta jurisdiccional. Más bien al contrario, la previsión constitucional de que esa participación ciudadana se configurará «en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine» no sólo acota su participación al orden penal, sino que la ley que ha desarrollado esta «participación» (LO 5/1995, del Tribunal del Jurado) restringe la misma a determinados supuestos y en determinadas circunstancias recogidos en ella (art. 1.º).

			Sin entrar ahora en la discusión de si es un órgano jurisdiccional especial o con especialidades dentro del orden penal haremos referencia a su composición y a su competencia y funciones.

			En cuanto a la composición, el legislador optó por una configuración de corte anglosajón compuesto por nueve ciudadanos extraídos por sorteo del censo electoral de cada provincia («jurados», el procedimiento para la selección y composición del jurado se encuentra regulado en la LOTJ) y presidido por un magistrado profesional (magistrado-presidente). Las variaciones que admite esta composición son escasas. Únicamente podrá variar la figura del magistrado-presidente en función de dónde deba realizarse el juicio por jurado. Lo normal es que este juicio tenga lugar en el ámbito de la Audiencia Provincial, en este caso, el magistrado-presidente será un magistrado de la Audiencia correspondiente, pero también cabe la posibilidad (escasa pero prevista legalmente) de que, por razón de aforamiento, el juicio por jurado deba celebrarse ante el Tribunal Superior de Justicia o ante el Tribunal Supremo (nunca ante la Audiencia Nacional al estar vedada esta posibilidad por el art. 1.º3 LOTJ). En tal caso el Tribunal del Jurado estará presidido por un magistrado de la Sala Civil y Penal del TSJ o por un magistrado de la Sala Segunda, de lo Penal, del TS, respectivamente.

			De lo anterior se extrae que el juicio del jurado se celebrará sólo en el ámbito de la Audiencia Provincial y, en su caso, en el de los tribunales que correspondan por razón del aforamiento del acusado (art. 1.º3 LOTJ).

			La competencia del tribunal del jurado se extiende al enjuiciamiento y fallo de aquellos delitos recogidos en el artículo 1.º LOTC, aunque hay que decir que en los últimos tiempos y por alguna nefasta experiencia se está restringiendo su ámbito de aplicación, ya sea por la táctica de calificar como falta algunos delitos de su competencia o por la jurisprudencia del Tribunal Supremo que declara que existiendo delitos conexos (en algunos tipos delictivos y bajo determinadas circunstancias) la competencia ya no pertenece al Tribunal del Jurado (vid. Acuerdo del Pleno de la Sala II del Tribunal Supremo, de 20 de enero de 2010).

			Las funciones del Tribunal del Jurado se encuentran reguladas en los artículos 3.º y 4.º LOTC y, en resumen, para los jurados serán el dictado del veredicto declarando probados o no los hechos justiciables sometidos a su consideración y la proclamación de la culpabilidad o inculpabilidad del acusado por tales hechos. El magistrado-presidente dictará sentencia en la que recogerá el veredicto del jurado e impondrá, en su caso, la pena y medida de seguridad que corresponda, así como el pronunciamiento de las responsabilidades civiles.

			i) Los Tribunales Superiores de Justicia


			Recordemos que al igual que sucedía en el orden civil, no existe una Sala exclusiva de lo Penal, sino que la Sala que va a conocer de este orden conocía también del orden civil. Como Sala de lo Penal, los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas se encargarán (art. 73.3 LOPJ):

			—Del conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.

			—De la instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, magistrados y miembros del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la Comunidad Autónoma, siempre que esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.

			—Del conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos por las leyes.

			—De la decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden penal con sede en la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior común y las de los Juzgados de Menores de distintas provincias de la misma.

			En el caso de que el número de asuntos lo aconseje (y sería lo deseable en algunas circunscripciones), podrán crearse una o más Secciones e incluso Sala de lo Penal con su propia circunscripción territorial en aquellas capitales que ya sean sedes de otras Salas del Tribunal Superior, a los solos efectos de conocer los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales y aquellas otras apelaciones atribuidas por las leyes al Tribunal Superior de Justicia.

			j) La Audiencia Nacional


			En contra del criterio adoptado anteriormente de realizar el estudio expositivo de un órgano jurisdiccional atendiendo a todos y cada uno de los órdenes jurisdiccionales en los que va a tener competencia y el desarrollo de las mismas de forma independiente cuando se trate el orden correspondiente, en el caso de la Audiencia Nacional, que conocerá de los órdenes penal, contencioso-administrativo y social, vamos a centrarnos únicamente en esta sede en el orden penal dejando para el resto de órdenes, no sólo los asuntos de su conocimiento, sino también su composición y distribución.

			Hemos adoptado esta opción expositiva debido a que, como se ha señalado anteriormente, existen órganos jurisdiccionales que, aunque con competencia genérica igual que otros órganos jurisdiccionales en el orden penal, específicamente conocen (ya sea para la instrucción, enjuiciamiento y fallo o recursos), por los mismos procedimientos, de las infracciones penales del ámbito de conocimiento de la Audiencia Nacional. Nos referimos a los Juzgados Centrales de Instrucción, los Juzgados Centrales de lo Penal, los Juzgados Centrales de Menores y los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria (este último en el ámbito competencial que le es propio). A sabiendas de la incorrección jurídica de lo que vamos a exponer a continuación, estos juzgados pueden considerarse un alter ego en la Audiencia Nacional de los Juzgados de Instrucción, los Juzgados de los Penal, los Juzgados de Menores y los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria del ámbito de la Audiencia Provincial, respectivamente.

			Sentado esto, y entrando en materia, la Audiencia Nacional tiene su sede en la villa de Madrid y tiene jurisdicción en toda España. Es un órgano de apelación y de instancia para las materias taxativamente señaladas por la ley. Su distribución se realiza por Salas y existen dos con competencia en el orden penal: la Sala de lo Penal y la Sala de Apelación.

			La Sala de lo Penal podrá, asimismo, dividirse en Secciones y conocerá (art. 65 LOPJ):

			—Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a los Juzgados Centrales de lo Penal, de las causas por los siguientes delitos:

			1.º Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor, Altos Organismos de la Nación y forma de Gobierno.

			2.º Falsificación de moneda, y fabricación de tarjetas de crédito o débito falsas y cheques de viajero falsos, siempre que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales.

			3.º Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el territorio de más de una Audiencia Provincial.

			4.º Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias.

			5.º Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o a los tratados corresponda su enjuiciamiento a los tribunales españoles.

			—De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecución de las sentencias dictadas por tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena de prisión impuesta por tribunales extranjeros, cuando en virtud de un tratado internacional corresponda a España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, salvo en aquellos casos en que esta Ley atribuya alguna de estas competencias a otro órgano jurisdiccional penal.

			—De las cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de tratados internacionales en los que España sea parte.

			—De los recursos respecto a los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, y la resolución de los procedimientos judiciales de extradición pasiva, sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiese tenido lugar la detención del afectado por el procedimiento.

			—De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y otras resoluciones de los Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción y del Juzgado Central de Menores.

			—De los recursos contra las resoluciones dictadas por los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria.

			—De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			—De cualquier otro asunto que le atribuyan las leyes. Dentro de esta cláusula residual hemos de destacar, por ser los de mayor trascendencia y casi su razón de ser, los delitos de terrorismo (Disp. Trans. de la LO 4/1988).

			La Sala de Apelación de la Audiencia Nacional conocerá de los recursos de esta clase que establezca la Ley contra las resoluciones de la Sala de lo Penal (art. 64 bis LOPJ).

			Como hemos apuntado antes, desarrollamos aquí aquellos órganos jurisdiccionales del orden penal que se encuentran dentro del ámbito de la Audiencia Nacional:

			1) Juzgados Centrales de Instrucción: Tienen jurisdicción en toda España y conocerán de la instrucción de las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a los Juzgados Centrales de lo Penal. Además, tramitarán los expedientes de ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega, así como los expedientes de extradición pasiva, así como las solicitudes de información entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos en la ley (art. 88 LOPJ).

			2) Juzgados Centrales de lo Penal: Su instauración tuvo las mismas causas que las de los Juzgados de lo Penal. Los Juzgados Centrales de lo Penal tienen jurisdicción en todo el territorio nacional y conocerán, en los casos en que así lo establezcan las leyes procesales, de las causas por los delitos (que lleven aparejada una pena privativa de libertad no superior a cinco años) a que se refiere el artículo 65, y de los demás asuntos que señalen las leyes (art. 89 bis.3 LOPJ). El párrafo 2.º del apartado 3 del artículo 89 bis LOPJ atribuye, asimismo, a los Juzgados Centrales de lo Penal la competencia para la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por los Juzgados Centrales de Instrucción, y los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			3) Juzgado Central de Menores: Se creó por la Ley Orgánica 7/2000, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores en relación con los delitos de terrorismo, para dar respuesta a fenómenos terroristas que, como la llamada kale borroka, eran cometidos por menores de edad, los cuales, necesitaban de un tratamiento distinto (ya penal, ya jurisdiccional) al de los delitos «normales» cometidos por estos menores.

			De esta forma, existe un Juzgado Central de Menores con jurisdicción en toda España, que conocerá de las causas que hemos citado.

			4) Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria: En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria (en la actualidad existe uno) que tendrán las mismas funciones jurisdiccionales previstas para los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, y demás que señale la Ley, en relación con los delitos competencia de la Audiencia Nacional (art. 94.4 LOPJ). Además, conocerá de la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley y demás funciones que señale la ley, en relación con los delitos competencia de la Audiencia Nacional.

			k) El Tribunal Supremo


			El conocimiento de los asuntos penales en el Tribunal Supremo pertenece a la Sala Segunda de lo Penal. Debemos añadir que la Sala Quinta de lo Militar también conoce de asuntos penales pero, al ser una jurisdicción especial, será tratada independientemente.

			Al igual que ocurría con la Sala Primera de lo Civil, es un órgano fundamentalmente de casación, pero también tendrá atribuido el conocimiento en primera y única instancia de causas penales contra aforados. Así, conocerá (art. 57 LOPJ):

			—De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley.

			—De la instrucción (el instructor que se designe no formará parte de la Sala para enjuiciar) y enjuiciamiento de las causas contra los representantes de las más altas instancias del Estado (presidente del Gobierno y miembros del mismo, presidentes del Congreso y del Senado, presidente del Tribunal Supremo, etc.), así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía y contra magistrados de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia.

			C) ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO


			El orden contencioso-administrativo conoce, en líneas generales, de las pretensiones contra los actos y reglamentos de la Administración Pública en toda su extensión (art. 9.4 LOPJ). También conocen de la responsabilidad patrimonial de tal administración (arts. 1.º a 4.º de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, LJCA). Los órganos jurisdiccionales que integran este orden son:

			a) Los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo


			Estos juzgados, regulados en el artículo 90 LOPJ, son órganos unipersonales que, normalmente, están establecidos en la capital de la provincia (de la que tomarán su nombre) y extienden su jurisdicción a todos los partidos judiciales de la misma donde radiquen. También, cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer uno o más juzgados en las poblaciones que por ley se determine. Tomarán la denominación del municipio de su sede, y extenderán su jurisdicción al partido correspondiente (esto ha sucedido, por ejemplo, en Mérida). También podrán crearse excepcionalmente (cosa que aún no se ha hecho) Juzgados de lo Contencioso-Administrativo que extiendan su jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma Comunidad Autónoma.

			Los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo conocerán, en primera instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos que expresamente les atribuya la ley (concretamente el art. 8.º LJCA).

			b) Tribunales Superiores de Justicia


			Dentro de los Tribunales Superiores de Justicia, serán las Salas de lo Contencioso-Administrativo las que conocerán de este orden jurisdiccional. La ubicación de estas Salas sigue el mismo criterio que la de lo Civil y Penal con la excepción del artículo 78 LOPJ que señala que cuando el número de asuntos procedentes de determinadas provincias u otras circunstancias lo requieran podrán crearse, con carácter excepcional, Salas de lo Contencioso-Administrativo (o de lo Social) con jurisdicción limitada a una o varias provincias de la misma Comunidad Autónoma, en cuya capital tendrán su sede. Dichas Salas estarán formadas, como mínimo, por su presidente, y se completarán, en su caso, con magistrados de la Audiencia Provincial de su sede (caso de Málaga).

			Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los TSJ conocerán, en líneas generales, de ciertos asuntos en primera instancia por disposición expresa o porque su conocimiento no está atribuido a los juzgados de esta materia (apartado 1 del art. 74 LOPJ), en otra instancia de los recursos establecidos por las leyes (apartados 2, 3, 5 y 6 del art. 74 LOPJ) y de las cuestiones de competencia entre los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo con sede en la Comunidad Autónoma (apartado 4 del art. 74 LOPJ).

			c) Audiencia Nacional


			Al igual que sucede en el resto de las Salas de la Audiencia Nacional, la Sala de lo Contencioso-Administrativo se puede dividir en Secciones.

			En este orden jurisdiccional conocerá, en única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos de los ministros y secretarios de Estado que la ley no atribuya a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo y de los recursos contencioso-administrativos contra los actos dictados por la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. Además, conocerá de los recursos devolutivos que la ley establezca contra las resoluciones de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, de los recursos no atribuidos a los Tribunales Superiores de Justicia con relación a los convenios entre las Administraciones públicas y a las resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Central y de las cuestiones de competencia que se puedan plantear entre los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo y de aquellos otros recursos que excepcionalmente le atribuya la ley (art. 66 LOPJ).

			Como en el orden penal, en el ámbito de la Audiencia Nacional, además de la Sala de lo Contencioso-Administrativo existen, en este orden, los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo. Estos juzgados tienen jurisdicción en toda España y conocerán, en primera o única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos emanados de autoridades, organismos, órganos y entidades públicas con competencia en todo el territorio nacional. Le corresponde, asimismo, la autorización para la cesión de datos por parte de los prestadores de servicios de la sociedad de la información que permitan la identificación del responsable del incumplimiento de los principios que establece la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información (entre ellos, la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual). Además, le compete la ejecución material de las resoluciones adoptadas por la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de la información o para que se retiren contenidos que vulneren la propiedad intelectual. También conocerá del procedimiento de declaración judicial de extinción de un partido político previsto en el artículo 12 bis de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

			d) Tribunal Supremo


			En este Tribunal es la Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo, la que conocerá de los asuntos de este orden. Esta Sala puede conocer en única instancia (recursos contencioso-administrativos contra actos y disposiciones de altas instituciones a nivel nacional como el Consejo de Ministros) y, fundamentalmente, de los recursos de casación y revisión contra resoluciones de otros órganos jurisdiccionales de este orden (art. 58 LOPJ).

			D) ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN SOCIAL (O LABORAL)

			Los órganos jurisdiccionales del orden social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en su vertiente individual como colectiva, incluyendo aquellas que versen sobre materias laborales y de Seguridad Social, así como de las impugnaciones de las actuaciones de las Administraciones públicas realizadas en el ejercicio de sus potestades y funciones sobre las anteriores materias (art. 1 Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social).

			Este orden jurisdiccional está integrado por los siguientes órganos:

			a) Los Juzgados de lo Social


			Los Juzgados de lo Social vinieron a sustituir a las antiguas Magistraturas de Trabajo. Son órganos jurisdiccionales de primera instancia y de ámbito, normalmente, provincial. Así, existen en cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital. También podrán establecerse en poblaciones distintas de la capital de provincia cuando las necesidades del servicio o la proximidad a determinados núcleos de trabajo lo aconsejen, delimitándose, en tal caso, el ámbito de su jurisdicción (por ejemplo, Algeciras). También podrán, excepcionalmente, extender su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma (art. 92 LOPJ).

			b) Tribunal Superior de Justicia


			En al ámbito de los Tribunales Superiores de Justicia, son las Salas de lo Social quienes conocen del orden social o laboral. En cuanto a la composición y establecimiento de éstas, vale lo dicho supra para las Salas de lo Contencioso-Administrativo y, por tanto, allí nos remitimos.

			En cuanto a los asuntos de su competencia conocerá: En única instancia, de los procesos que la ley establezca sobre controversias que afecten a intereses de los trabajadores y empresarios en ámbito superior al de un Juzgado de lo Social e inferior al de la Comunidad Autónoma. Por vía de recursos, tiene atribuidos los que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de lo Social de la Comunidad Autónoma, así como de los recursos de suplicación y los demás que prevé la Ley contra las resoluciones de los Juzgados de lo Mercantil de la Comunidad Autónoma en materia laboral, y las que resuelvan los incidentes concursales que versen sobre la misma materia. Además, conocerá de las cuestiones de competencia que se susciten entre los Juzgados de lo Social de la Comunidad Autónoma (art. 75 LOPJ).

			c) Audiencia Nacional


			La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional no se ha dividido en Secciones como sí lo han hecho las de lo Penal y Contencioso-Administrativo. Está compuesta por un presidente de Sala y dos magistrados. En cuanto a los asuntos de los que conoce hemos de decir que únicamente lo hace en primera instancia, por tanto no conoce de recurso alguno. Concretamente se circunscribe a los procesos especiales de impugnación de convenios colectivos cuyo ámbito territorial de aplicación sea superior al territorio de una Comunidad Autónoma y de los procesos sobre conflictos colectivos cuya resolución haya de surtir efecto en un ámbito territorial superior al de una Comunidad Autónoma (art. 67 LOPJ).

			d) Tribunal Supremo


			Dentro del Tribunal Supremo, es la Sala Cuarta, de lo Social, la que conoce de este orden. Al contrario de lo que sucede con la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, esta Sala no tiene atribuido el conocimiento de asuntos en primera instancia sino únicamente por vía de recursos, concretamente los de casación y revisión y otros extraordinarios que establezca la ley en materias propias de este orden jurisdiccional (art. 59 LOPJ).

			E) LA JURISDICCIÓN MILITAR


			Esta jurisdicción ya ha sido tratada con anterioridad en la exposición del tema, por tanto nos remitimos a lo allí dicho sobre su carácter «especial» y sus características. Sentado lo anterior, esta jurisdicción tiene su base constitucional en el artículo 117.5 CE, que afirma que su ejercicio será regulado por ley y sólo se aplicará en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución. La legislación que regula esta jurisdicción es: la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (LOJM), y la Ley 44/1998, de 15 de diciembre, que establece la Planta y Organización Territorial de la Jurisdicción Militar.

			El personal (jurisdiccional o no) que presta sus servicios en los órganos de esta jurisdicción difiere, tanto en su denominación como en el nombramiento, salvo para el Tribunal Supremo, de los que lo hacen en la jurisdicción ordinaria. Así, los jueces se denominan Auditores y Jueces Togados, los fiscales son Fiscales Militares y los secretarios tienen la denominación de Secretarios Relatores. Aunque la diferencia más importante no es tanto su nomenclatura como su procedencia, ya que todos son miembros del denominado Cuerpo Jurídico Militar, es decir, miembros de las Fuerzas Armadas y, por tanto, dependientes del Ministerio de Defensa y no del CGPJ. Como se ha avanzado, la situación en el Tribunal Supremo (Sala Quinta de lo Militar) es distinta en este particular pues tiene una composición mixta, ya que sus miembros son nombrados por el CGPJ, la mitad conforme a las reglas ordinarias y la otra de entre miembros del Cuerpo Jurídico Militar. Eso sí, una vez nombrados, los Magistrado procedentes del Cuerpo Jurídico Militar formarán parte de la Carrera Judicial.

			Según señala el artículo 3.2 LOPJ, los órganos de la jurisdicción militar, integrante del Poder Judicial del Estado, basan su organización y funcionamiento en el principio de unidad jurisdiccional y administran Justicia en el ámbito estrictamente castrense y, en su caso, en las materias que establezca la declaración del estado de sitio, de acuerdo con la Constitución y lo dispuesto en las leyes penales, procesales y disciplinarias militares.

			Los órganos jurisdiccionales que integran la jurisdicción militar son:

			a) Los Juzgados Togados Militares Territoriales.

			b) Los Juzgados Togados Militares Centrales.

			c) Los Tribunales Militares Territoriales.

			d) El Tribunal Militar Central.

			e) La Sala Quinta, de lo Militar, del Tribunal Supremo.

			Este esquema de organización de la jurisdicción militar, aunque presenta grandes diferencias con el de la jurisdicción ordinaria, en el fondo, responde a criterios muy parecidos aunque con sustancia diferente. La distribución territorial no se realiza en función de la división territorial del Estado, sino que se atiende a los territorios militares (cinco en concreto, según el art. 2.º de la Ley 44/1998), teniendo algunos órganos (los Centrales y el Tribunal Supremo) jurisdicción en toda España. La distribución competencial, al igual que sucede en el orden penal ordinario, depende de si el asunto se va a conocer en primera instancia (con la fases anteriormente expresadas: instrucción y enjuiciamiento) o en otra instancia por vía de recursos. De esta forma, y en líneas muy generales, los denominados Juzgados conocerán de la instrucción de las causas por delito que enjuiciarán los designados como Tribunales, salvo el Supremo (los Juzgados Territoriales las causas de los Tribunales Territoriales y los Juzgados Centrales las del Tribunal Central), así como, los Tribunales (Territoriales, Central o Supremo) que además de conocer asuntos en primera o única instancia conocerán de los recursos que señale la ley. Por último, que el conocimiento del asunto esté atribuido a un tribunal territorial o tribunales con jurisdicción en todo el Estado (Central y Supremo) depende, con cierto paralelismo a como sucedía con los aforados en la jurisdicción ordinaria, del rango militar de los imputados.

			3. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y LAS GARANTÍAS DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

			A) CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA


			Cuando hacíamos referencia al Tribunal Supremo como la cúspide de la organización judicial española en todos los órdenes jurisdiccionales, establecíamos la excepción en lo relativo a las garantías constitucionales, ya que esta tarea le corresponde, por mandato de la Carta Magna, al Tribunal Constitucional. Su regulación está comprendida en el Título IX de la CE y fue instaurado mediante la promulgación de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional, siendo estas dos normas las únicas por las que se rige (art. 1.º1 LOTC).

			El Tribunal Constitucional es el más alto órgano jurisdiccional en la misión de defender e interpretar la CE. De esta primera aproximación extraemos las siguientes notas características. Primera, es el más alto órgano jurisdiccional con la misión de defender e interpretar la Constitución, lo que no debe llevar a pensar que es el único con tal encargo, ya que todos los poderes públicos y todos los tribunales deben aplicar y respetar la CE, ahora bien, si no el único sí que es el más alto ya que, entre otras razones, sus resoluciones no pueden ser enjuiciadas por otro órgano jurisdiccional (art. 4.º2 LOTC). Segunda, el TC es un órgano jurisdiccional aunque no se encuentre integrado en el Poder Judicial y no se rija por la LOPJ.

			B) COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN


			El Tribunal Constitucional, con sede en la villa de Madrid, se compone de doce magistrados. El nombramiento de éstos se realiza por el Rey, a propuesta de las Cámaras, del Gobierno y del CGPJ. Su mandato lo es por nueve años, renovándose el Tribunal por terceras partes cada tres años. Los doce magistrados designan al presidente, que tendrá voto de calidad.

			El TC se organiza atendiendo a las funciones que vaya a ejercer, ya sea gubernativa o jurisdiccional. Nosotros haremos referencia únicamente a las jurisdiccionales ya que, aunque las gubernativas también tienen importancia, nos interesa en esta sede únicamente las segundas. Así, para las funciones jurisdiccionales que tiene atribuidas, el TC se organiza en Pleno, que a su vez se divide en dos Salas y dos Secciones dentro de cada Sala. De esta forma, para asuntos de mayor importancia se constituirá en Pleno y descendiendo la importancia de éstos, en Salas o Secciones. La reforma de la LOTC operada por la Ley Orgánica 6/2007 ha reconfigurado las competencias da cada una de estas divisiones en un intento, más programático que práctico, de agilizar la tremenda carga de trabajo del TC.

			C) FUNCIONES


			Como hemos avanzado antes, haremos referencia únicamente a las jurisdiccionales. Siguiendo a DE LA OLIVA, estas funciones jurisdiccionales pueden clasificarse en tres grupos:

			—Control de la constitucionalidad de las leyes a través de: el recurso de inconstitucionalidad (arts. 31 a 33 LOTC) y la cuestión de inconstitucionalidad (arts. 35 a 40 LOTC).

			—Tribunal de Conflictos: Son conflictos que pueden surgir entre diferentes poderes del Estado dada la configuración territorial de éste. Estos conflictos, a los que el TC está llamado a resolver pueden ser: conflictos de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de éstas entre sí (arts. 60 a 72 LOTC); conflictos entre órganos constitucionales del Estado (arts. 73 a 75 LOTC); resolución de impugnaciones por parte del Gobierno de disposiciones sin fuerza de ley y resoluciones de las CCAA (arts. 76 y 77 LOTC); y los conflictos en defensa de la autonomía local (arts. 75 bis a 75 quinquies LOTC).

			—Tutela de los derechos fundamentales: Probablemente es la función de mayor relevancia, si no cualitativa sí cuantitativamente. La vía para la tutela de estos derechos fundamentales (y sólo de éstos) es el recurso de amparo (arts. 41 a 58 LOTC).

			4. LOS TRIBUNALES SUPRANACIONALES

			El hecho de la integración de nuestro país en una agrupación democrática de Estados como es la Unión Europea ha supuesto, en lo jurisdiccional, no sólo la sujeción de nuestros órganos jurisdiccionales a determinadas normas de este ámbito, además nos encontramos con la existencia de determinados órganos jurisdiccionales de carácter europeo que, como el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, tienen la misión de garantizar que esa normativa comunitaria se aplica y se interpreta uniformemente. También, la ratificación por España del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Roma, 1950, CEDH), que crea el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, implica no sólo que el Estado español quede bajo su jurisdicción para las materias que le son propias, sino que nuestros órganos jurisdiccionales han de atender a la jurisprudencia que este Tribunal crea cuando interpreta el CEDH. Además de lo expuesto en la esfera europea, la suscripción por nuestro Estado del Estatuto de Creación de la Corte Penal Internacional supone la sujeción de nuestro país a la jurisdicción de esta Corte (o Tribunal) para el específico ámbito de su competencia (crímenes de especial gravedad para la comunidad internacional). Por la gran influencia que tienen dentro de la organización jurisdiccional española, únicamente vamos a desarrollar, aunque brevemente, aquellos tribunales de ámbito europeo, ya sea en el ámbito de la Unión Europea (Tribunal de Justicia de la Unión Europea), como en el del Consejo de Europa (Tribunal Europeo de Derechos Humanos).

			A) EL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA


			El ejercicio de la función jurisdiccional dentro del ámbito de la Unión Europea recae en el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el cual tiene encomendada la tarea de garantizar el respeto del Derecho en la interpretación y aplicación de los Tratados. Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa (diciembre de 2009) se han producido ciertas modificaciones tanto en su nomenclatura (antes de denominaba Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas) como en la atribución de sus competencias.

			Según el artículo 19.3 del Tratado de la Unión Europea, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunciará, de conformidad con los Tratados: a) sobre los recursos interpuestos por un Estado miembro, por una institución o por personas físicas o jurídicas; b) con carácter prejudicial, a petición de los órganos jurisdiccionales nacionales, sobre la interpretación del Derecho de la Unión o sobre la validez de los actos adoptados por las instituciones; c) en los demás casos previstos por los Tratados.

			Este tribunal está integrado por tres instancias diferentes con distinta denominación (art. 19 del Tratado de la Unión Europea):

			—El Tribunal de Justicia (instancia superior).

			—El Tribunal General (instancia intermedia).

			—Tribunales especializados (instancia inferior).

			a) El Tribunal de Justicia


			Este tribunal está compuesto por un juez por cada Estado miembro (de entre ellos eligen a su presidente) y ocho abogados generales. Los jueces y los abogados generales son designados de común acuerdo por los Gobiernos de los Estados miembros por un período de seis años renovable (art. 19 del Tratado de la Unión Europea). Se eligen entre juristas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio, en sus países respectivos, de las más altas funciones jurisdiccionales o sean jurisconsultos de reconocida competencia. El nombramiento se realiza tras consultar a un Comité de personalidades jurídicas compuesto por siete miembros (art. 25 del Tratado de la Unión Europea).

			Este tribunal puede constituirse de diferentes formas: en Pleno, en Gran Sala (trece jueces) o en Salas de cinco o tres jueces. El Tribunal de Justicia actúa en Pleno en casos excepcionales previstos en su Estatuto y cuando considere que un asunto reviste una importancia excepcional. Se reúne en Gran Sala cuando así lo solicita un Estado miembro o una institución que sea parte en el procedimiento, así como para los asuntos particularmente complejos e importantes. El resto de los asuntos se examinan en Salas de cinco o tres jueces.

			Las competencias jurisdiccionales de este tribunal están estrictamente definidas y pueden englobarse en dos grupos: las que ejerce en el marco del procedimiento de remisión prejudicial (singularmente las Cuestiones prejudiciales) y de las distintas categorías de recursos, ya sean directos, ya sea el recurso de casación contra sentencias dictadas por el Tribunal General.

			b) El Tribunal General


			El Tribunal General es el anteriormente denominado Tribunal de Primera Instancia. Este cambio de nomenclatura se estableció por el Tratado de Lisboa, que, además, ha ampliado considerablemente sus competencias.

			Está compuesto por al menos un juez por cada Estado miembro. Los jueces son nombrados de común acuerdo por los Gobiernos de los Estados miembros por un período de seis años renovables y designan de entre ellos a su presidente. Los requisitos y procedimiento para su nombramiento son los mismos que los anteriormente vistos para el Tribunal de Justicia. Además nombran a un secretario por un período de seis años. No dispone, contrariamente a lo que sucede en el Tribunal de Justicia, de abogados generales permanentes. No obstante, excepcionalmente puede confiarse esta función a un juez (arts. 254 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y 49 del Estatuto del TJUE).

			Las diferentes formas para constituirse son (art. 50 del Estatuto del TJUE): a) actúa en Salas compuestas por tres o cinco jueces o, en determinados casos, en formación de juez único; b) puede reunirse en Gran Sala (trece jueces), o c) en Pleno, cuando la complejidad jurídica o la importancia del asunto lo justifiquen.

			Este tribunal tiene atribuido el conocimiento en primera instancia de determinados recursos, concretamente ex artículo 256 del Tratado de Funcionamiento de la UE, los recogidos en los artículos 263, 265, 268, 270 y 272 del citado Tratado, con excepción de los que se atribuyan al Tribunal de Justicia o a tribunales especializados. En particular, conoce de los recursos directos interpuestos por personas físicas o jurídicas y dirigidos contra los actos de las instituciones y de los órganos y organismos de la Unión Europea (de los que sean destinatarias o que les afecten directa o individualmente), contra los actos reglamentarios (que les afecten directamente y que no incluyan medidas de ejecución) o contra la inacción de dichas instituciones, órganos y organismos. También conoce de los recursos formulados por los Estados miembros contra la Comisión. Además, conoce del recurso de casación contra resoluciones dictadas por los tribunales especializados y, en determinados casos tasados por el Estatuto, conocerá de cuestiones prejudiciales (art. 256.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea).

			c) Los tribunales especializados


			Tal y como establece el artículo 257 del Tratado de Funcionamiento de la UE, el Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento administrativo ordinario, podrán crear tribunales especializados adjuntos al Tribunal General, encargados de conocer en primera instancia de determinadas categorías de recursos interpuestos en materias específicas. El Parlamento Europeo y el Consejo se pronunciarán mediante reglamentos, bien a propuesta de la Comisión y previa consulta al Tribunal de Justicia, bien a instancia del Tribunal de Justicia y previa consulta a la Comisión.

			En cuanto a la composición y competencias éstas deberán establecerse por el reglamento por el que se cree un tribunal especializado.

			Los miembros de los tribunales especializados serán elegidos entre personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que posean la capacidad necesaria para el ejercicio de funciones jurisdiccionales. Serán designados por el Consejo por unanimidad.

			Los tribunales especializados establecerán su Reglamento de Procedimiento de acuerdo con el Tribunal de Justicia. Dicho reglamento requerirá la aprobación del Consejo. Salvo disposición en contrario del reglamento por el que se cree el tribunal especializado, las disposiciones de los Tratados relativas al Tribunal de Justicia de la Unión Europea y las disposiciones del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea serán aplicables a los tribunales especializados.

			En la actualidad únicamente se ha creado un tribunal especializado, el Tribunal de la Función Pública de la Unión Europea.

			Este tribunal es el órgano especializado en el ámbito del contencioso de la función pública de la Unión Europea y ejercerá en primera instancia las competencias para resolver los litigios entre la Unión y sus agentes en virtud del artículo 270 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, incluidos los litigios entre cualquier órgano u organismo y su personal respecto de los cuales se haya atribuido competencia al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Su creación se produjo en el año 2004 por decisión del Consejo y su regulación actual se encuentra en el Anexo I del Estatuto del Tribunal de Justicia de la UE.

			En cuanto a su composición, lo estará por siete jueces nombrados por el Consejo, por un período de seis años renovable, previas la convocatoria de candidaturas y la consulta a un comité compuesto por siete personalidades elegidas entre antiguos miembros del Tribunal de Justicia y del Tribunal General y juristas de reconocida competencia. Cuando se proceda al nombramiento de los jueces, el Consejo procurará que la composición del Tribunal de la Función Pública sea lo más equilibrada posible desde el punto de vista geográfico entre los nacionales de los Estados miembros y por lo que respecta a los sistemas jurídicos nacionales representados. El presidente es nombrado por los jueces y de entre ellos por un período de tres años. El secretario es, asimismo, nombrado por los jueces por un período de seis años.

			En lo relativo a su composición, actúa en Salas compuestas por tres jueces. No obstante, cuando la dificultad o la importancia de las cuestiones jurídicas lo justifiquen, un asunto podrá atribuirse al Tribunal en Pleno. Además, en los casos que determina su Reglamento de Procedimiento, puede actuar en Salas compuestas por cinco jueces o en formación de juez único.

			B) EL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS


			Como ya habíamos avanzado, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) es un órgano jurisdiccional supranacional creado por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales en el seno del Consejo de Europa. Su sede radica en Estrasburgo y tiene carácter permanente. Está compuesto por un juez de cada uno de los Estados parte del CEDH, elegido por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa de entre todos los presentados por cada Estado. El mandato es por un período de seis años, renovándose cada tres años por mitades y siendo reelegibles.

			Para el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas se estructura en Pleno, Gran Sala, Sala y Comités. El Pleno únicamente tiene funciones gubernativas, siendo las demás divisiones las que ejercerán las funciones jurisdiccionales. Para estas funciones jurisdiccionales, que se constituyan de una forma u otra va a depender (en sentido descendente al orden expuesto) de la importancia de los asuntos que se le planteen.

			Las principales funciones de este TEDH son: a) resolver demandas individuales de violaciones de derechos humanos (son las más numerosas) y b) resolver demandas sobre violaciones de derechos humanos presentadas por un Estado parte frente a otro.

			5. LOS TRIBUNALES CONSUETUDINARIOS

			El Tribunal del Jurado no es la única manifestación de la previsión constitucional del artículo 125 CE, que recoge la participación ciudadana en la Administración de Justicia. Otra de las posibles formas de esa participación es a través de los denominados tribunales consuetudinarios y tradicionales. Es la LOPJ (art. 19) la que otorga tal carácter a dos órganos que podemos considerar jurisdiccionales:

			—El Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana (art. 19.3 LOPJ): Su creación se remonta a más de mil años para resolver los litigios por riego de la huerta de Valencia. Está constituido por ocho jueces-síndicos, representantes de las siete acequias que riegan el ámbito de su jurisdicción.

			—El Consejo de Hombres Buenos de Murcia (art. 19.4 LOPJ): Su función es la gestión y justicia en el regadío de la huerta de Murcia.

			
				
					1 Tema redactado por el Dr. ANTONIO MARÍA LARA LÓPEZ, Profesor Ayudante Doctor (Acred. Contratado Doctor) de Derecho Procesal. Universidad de Málaga.
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